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MATERIAS COMUNES (GRUPOS C, D Y E)

Tema 1

Constitución Española de 1978: Estructura y Título Preliminar; 
Derechos fundamentales; Título VIII: Organización territorial del 

Estado: Principios generales.

Constitución Española
CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 9 · arts. 10 a 29 · arts. 53 a 55 · arts. 137 a 139 — 35 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
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intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
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de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
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Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
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de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
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2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO PRIMERO Principios generales

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
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1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.
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Tema 2

Estatuto de Autonomía de Aragón: Título Preliminar; Título II: 
Organización institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón: 

Disposiciones generales; Título VI: Organización territorial: el 
municipio, la provincia y la comarca; Título IX: Reforma del Estatuto 

de Autonomía.

Estatuto de Autonomía de Aragón LO 5/2007
EA-ARA · BOE-A-2007-8444 · arts. 1 a 10 · art. 32 · arts. 81 a 87 · art. 115 — 19 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. El autogobierno de Aragón
1. Aragón, nacionalidad histórica, ejerce su autogobierno de acuerdo con el presente Estatuto, en el ejercicio
del derecho a la autonomía que la Constitución reconoce y garantiza a toda nacionalidad.
2. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Aragón emanan del pueblo aragonés y de la Constitución.
3. La Comunidad Autónoma de Aragón, dentro del sistema constitucional español, ostenta por su historia una
identidad propia en virtud de sus instituciones tradicionales, el Derecho foral y su cultura.

Artículo 2. Territorio
El territorio de la Comunidad Autónoma se corresponde con el histórico de Aragón, y comprende el de los
municipios, comarcas y provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza.

Artículo 3. Símbolos y capitalidad
1. La bandera de Aragón es la tradicional de las cuatro barras rojas horizontales sobre fondo amarillo.
2. El escudo de Aragón es el tradicional de los cuatro cuarteles, rematado por la corona correspondiente, que
figurará en el centro de la bandera.
3. La capital de Aragón es la ciudad de Zaragoza.
4. El día de Aragón es el 23 de abril.

Artículo 4. Condición política de aragonés
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de aragoneses los ciudadanos españoles
que tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Aragón o cumplan los requisitos que la
legislación aplicable pueda establecer.
2. Como aragoneses, gozan también de los derechos políticos contemplados en este Estatuto los ciudadanos
españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en Aragón y
acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de España o cumplan los requisitos establecidos en
la legislación estatal. Los mismos derechos corresponderán a sus descendientes, si así lo solicitan, siempre
que ostenten la nacionalidad española en la forma que determine la ley.
3. Los poderes públicos aragoneses, dentro del marco constitucional, establecerán las vías adecuadas para
facilitar y potenciar la participación en las decisiones de interés general de los ciudadanos extranjeros
residentes en Aragón.

Artículo 5. Organización territorial
Aragón estructura su organización territorial en municipios, comarcas y provincias.
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Artículo 6. Derechos y libertades
1. Los derechos y libertades de los aragoneses y aragonesas son los reconocidos en la Constitución, los
incluidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los demás instrumentos internacionales de
protección de los mismos suscritos o ratificados por España, así como los establecidos en el ámbito de la
Comunidad Autónoma por el presente Estatuto.
2. Los poderes públicos aragoneses están vinculados por estos derechos y libertades y deben velar por su
protección y respeto, así como promover su pleno ejercicio.
3. Los derechos y principios del Título I de este Estatuto no supondrán una alteración del régimen de
distribución de competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya
existentes. Ninguna de sus disposiciones puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca
o limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 7. Lenguas y modalidades lingüísticas propias
1. Las lenguas y modalidades lingüísticas propias de Aragón constituyen una de las manifestaciones más
destacadas del patrimonio histórico y cultural aragonés y un valor social de respeto, convivencia y
entendimiento.
2. Una ley de las Cortes de Aragón establecerá las zonas de uso predominante de las lenguas y modalidades
propias de Aragón, regulará el régimen jurídico, los derechos de utilización de los hablantes de esos
territorios, promoverá la protección, recuperación, enseñanza, promoción y difusión del patrimonio
lingüístico de Aragón, y favorecerá, en las zonas de utilización predominante, el uso de las lenguas propias en
las relaciones de los ciudadanos con las Administraciones públicas aragonesas.
3. Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua.

Artículo 8. Comunidades aragonesas en el exterior
1. Los poderes públicos aragoneses deben fomentar los vínculos sociales y culturales con las comunidades
aragonesas del exterior y prestarles la ayuda necesaria, así como velar para que las mismas puedan ejercitar su
derecho a participar, colaborar y compartir la vida social y cultural del pueblo aragonés. Una ley de las Cortes
de Aragón regulará el alcance, el contenido y la forma de ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las
competencias del Estado.
2. El Gobierno de Aragón, en el ámbito de sus competencias, podrá formalizar acuerdos de cooperación con
instituciones y entidades de los territorios en los que existan comunidades aragonesas del exterior y solicitar
del Estado la celebración de los correspondientes tratados o convenios internacionales.

Artículo 9. Eficacia de las normas
1. Las normas y disposiciones de la Comunidad Autónoma de Aragón tendrán eficacia territorial, sin perjuicio
de las excepciones que puedan establecerse en cada materia y de las situaciones que hayan de regirse por el
estatuto personal u otras reglas de extraterritorialidad.
2. El Derecho foral de Aragón tendrá eficacia personal y será de aplicación a todos los que ostenten la vecindad
civil aragonesa, independientemente del lugar de su residencia, y excepción hecha de aquellas disposiciones a
las que legalmente se les atribuya eficacia territorial.
3. Los extranjeros que adquieran la nacionalidad española quedarán sujetos a la vecindad civil aragonesa, si en
el momento de su adquisición tienen vecindad administrativa en Aragón, salvo que manifiesten su voluntad en
contrario, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación del Estado.

Artículo 10. Incorporación de otros territorios o municipios
Podrán incorporarse a la Comunidad Autónoma de Aragón otros territorios o municipios, limítrofes o
enclavados, mediante el cumplimiento de los requisitos siguientes, sin perjuicio de otros que puedan
legalmente exigirse:
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos interesados, y que se oiga
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a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los territorios o municipios a agregar.
b) Que lo acuerden los habitantes de dichos municipios o territorios mediante consulta expresamente
convocada al efecto y previa la autorización competente.
c) Que los aprueben las Cortes de Aragón y, posteriormente, las Cortes Generales del Estado, mediante ley
orgánica.

TÍTULO II Organización institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón

Artículo 32. Instituciones
Son instituciones de la Comunidad Autónoma de Aragón las Cortes, el Presidente, el Gobierno o la Diputación
General y el Justicia.

TÍTULO VI Organización territorial y gobierno local

Artículo 81. Organización territorial de Aragón
1. La organización territorial local de Aragón se estructura en municipios, comarcas y provincias.
2. Por ley de las Cortes de Aragón podrá regularse la creación, organización y competencias de las áreas
metropolitanas. Igualmente, regulará las entidades de ámbito territorial inferior al municipio.

Artículo 82. El municipio
1. Los municipios son las entidades territoriales básicas de Aragón, dotadas de personalidad jurídica y
autonomía para la gestión de sus intereses respectivos, y medio esencial de participación de la comunidad
vecinal en los asuntos públicos.
2. El gobierno y la administración municipales corresponde al Ayuntamiento, formado por el Alcalde y los
concejales. Se establecerán por ley de la Comunidad Autónoma los requisitos para la aplicación del régimen de
Concejo abierto.
3. El presente Estatuto garantiza a los municipios la autonomía para el ejercicio de sus competencias propias y
la defensa de los intereses de la colectividad que representan.

Artículo 83. La comarca
1. Las comarcas son entidades territoriales, constituidas por la agrupación de municipios limítrofes,
vinculados por características e intereses comunes, fundamentales para la vertebración territorial aragonesa.
2. Las comarcas tienen a su cargo la prestación de funciones y servicios y la gestión de actividades de ámbito
supramunicipal, representando los intereses de la población y territorio comarcales en defensa de una mayor
solidaridad y equilibrio territorial.
3. La creación, modificación y supresión de las comarcas, así como la determinación de sus competencias,
organización y régimen jurídico se regulan por ley de las Cortes de Aragón.

Artículo 84. La provincia
Las provincias, como entidades locales supramunicipales, con personalidad jurídica propia, ejercerán
funciones de cooperación, asistencia y prestación de servicios a municipios y comarcas, atendiendo en todo
caso a criterios de solidaridad y equilibrio territorial.

Artículo 85. Principios y relaciones entre la Comunidad Autónoma y los entes locales
1. La actividad de las entidades territoriales aragonesas se desarrollará bajo los principios de subsidiariedad,
proporcionalidad y diferenciación.
2. La Administración de la Comunidad Autónoma y las entidades locales ajustarán sus relaciones a los criterios
de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales respectivos.
3. La Comunidad Autónoma podrá, mediante ley de Cortes de Aragón, aprobar la distribución de
responsabilidades administrativas entre los distintos niveles de organización territorial, de acuerdo con la
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legislación básica estatal, respetando la autonomía constitucionalmente garantizada y previendo los medios de
financiación suficientes para que pueda llevarse a cabo su ejercicio.

Artículo 86. El Consejo local de Aragón
El Consejo local de Aragón es el órgano de colaboración y coordinación entre el Gobierno de Aragón y las
asociaciones representativas de las entidades locales aragonesas. El Consejo debe ser oído en las iniciativas
legislativas y en la tramitación de planes y normas reglamentarias que afecten de forma específica a los
gobiernos locales.

Artículo 87. Ley de capitalidad
Zaragoza, como capital de Aragón, dispondrá de un régimen especial establecido por ley de Cortes de Aragón.

TÍTULO IX Reforma del Estatuto

Artículo 115. Procedimiento de reforma
1. La iniciativa de la reforma de este Estatuto corresponderá al Gobierno de Aragón, a las Cortes de Aragón a
propuesta de un quinto de sus Diputados y Diputadas y a las Cortes Generales.
2. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes de Aragón por mayoría de dos
tercios y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley orgánica.
3. Aprobada la reforma por las Cortes de Aragón, el texto será presentado en el Congreso de los Diputados.
4. Las Cortes de Aragón elegirán de entre sus miembros una delegación para participar en la tramitación de la
propuesta de reforma en las Cortes Generales, mediante la constitución de una comisión mixta paritaria o el
procedimiento que prevea el Reglamento del Congreso de los Diputados.
5. Las Cortes de Aragón, por mayoría de dos tercios, podrán retirar la propuesta de reforma en cualquier
momento de la tramitación en las Cortes Generales, antes de que sea aprobada de forma definitiva. En este
caso, no será de aplicación lo dispuesto en el apartado siguiente.
6. Si la propuesta de reforma no es aprobada por las Cortes de Aragón o por las Cortes Generales, la misma no
podrá ser sometida nuevamente a debate y votación hasta que haya transcurrido un año.
7. La aprobación de la reforma por las Cortes Generales, mediante ley orgánica, incluirá la autorización del
Estado para que el Gobierno de Aragón convoque referéndum de ratificación del cuerpo electoral de Aragón en
un plazo de seis meses desde la votación final en las Cortes Generales. El Gobierno de Aragón convocará tal
referéndum si así lo acuerdan previamente las Cortes de Aragón con el voto favorable de las dos terceras
partes de sus miembros.
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Tema 3

Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organización y Régimen Jurídico del 
Sector Público Autonómico de Aragón. Título III: Administración de la 

Comunidad Autónoma de Aragón; Capítulo I: Organización; Capítulo 
II: Departamentos y su estructura interna; Capítulo III: Órganos 

territoriales.

Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organización y Régimen Jurídico del Sector Público 
Autonómico de Aragón
LORJSPA-ARA · BOE-A-2021-12701 · arts. 70 a 76 · arts. 77 a 81 · arts. 82 a 84 — 15 incluidos

TÍTULO III Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón

CAPÍTULO I Organización

Artículo 70. Principios organizativos
La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón se organizará de acuerdo con los principios de
división funcional en departamentos y gestión territorial mediante delegaciones territoriales de ámbito
provincial, así como otros órganos o unidades administrativas de ámbito provincial, supracomarcal, comarcal
o local que se creen de acuerdo con lo establecido en esta ley.

Artículo 71. Órganos superiores y órganos directivos
1. Los vicepresidentes o vicepresidentas, en su caso, y las consejeras y consejeros, como titulares de los
departamentos, son los órganos superiores de la Administración de la comunidad autónoma.
2. Las personas titulares de la Secretaría General de la Presidencia, de las secretarías generales técnicas y de
las direcciones generales se configuran como órganos directivos.
3. Los órganos superiores y directivos tienen además la condición de alto cargo.

Artículo 72. Los delegados y las delegadas territoriales del Gobierno de Aragón
1. Los delegados y las delegadas territoriales del Gobierno de Aragón tendrán nivel orgánico de director
general.
2. Su regulación se regirá por lo previsto en esta ley y por la Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón.
3. Los delegados y las delegadas territoriales del Gobierno de Aragón tendrán la consideración de altos cargos.

Artículo 73. Los servicios
Además de los órganos a los que se refieren los artículos anteriores, existirán servicios en la organización
central y podrán existir servicios provinciales en la organización periférica.

Artículo 74. Los elementos organizativos básicos
1. Las unidades administrativas y los puestos de trabajo son los elementos organizativos básicos de la
Administración de la comunidad autónoma.
2. Las unidades administrativas estarán integradas por puestos de trabajo vinculados por las funciones que
tengan atribuidas y por una jefatura común.
3. Las unidades administrativas se crearán, modificarán y suprimirán a través de las relaciones de puestos de
trabajo, de acuerdo con lo que dispongan las normas sobre modificación de estructuras que apruebe el
Gobierno de Aragón a propuesta del titular del departamento competente en materia de función pública.
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4. Las personas titulares de las jefaturas de los órganos y unidades administrativas responderán de la adecuada
realización de las funciones atribuidas a aquellos. Además, quienes ostenten las jefaturas de servicio y las
direcciones de los servicios provinciales tendrán la responsabilidad inmediata de los recursos humanos y
materiales asignados a dichos órganos y deberán promover e impulsar la aplicación de los principios de
agilidad, racionalización y simplificación de los procedimientos aplicables a las tareas que tengan
encomendadas.

Artículo 75. Contenido de las normas organizativas
Las normas que establezcan la organización de la Administración de la comunidad autónoma fijarán la
estructura que se considere imprescindible para el adecuado ejercicio de sus competencias y deberán
distribuir estas entre los diferentes órganos, de manera que las unidades y los puestos de trabajo se adapten
con flexibilidad a los objetivos que, en cada momento, les sean asignados.

Artículo 76. Competencias generales
1. Las personas titulares de los departamentos competentes en las materias de organización administrativa,
hacienda y función pública podrán proponer o dictar, en su caso y dentro de su respectivo ámbito de
responsabilidad, normas y directrices sobre organización administrativa, procedimiento, inspección de
servicios y régimen jurídico y retributivo de la función pública, que serán de aplicación general a todos los
departamentos y al sector público autonómico, sin perjuicio del respeto al principio de reserva de ley y del
cumplimiento de la normativa sectorial correspondiente. Asimismo, el departamento competente en materia
de inspección de servicios podrá proponer a los demás departamentos la modificación de sus estructuras
organizativas cuando así se establezca en los planes de modernización o racionalización de carácter general
que hayan sido aprobados por el Gobierno de Aragón.
2. El Gobierno de Aragón aprobará directrices a las que deberán ajustarse los gastos de personal de la
Administración de la comunidad autónoma y de su sector público institucional, y que se tendrán en cuenta al
confeccionar el proyecto de presupuestos de la comunidad autónoma, sin perjuicio del respeto al principio de
reserva de ley y del cumplimiento de la normativa sectorial correspondiente.
3. Las propuestas sobre modificación de estructuras de los diversos departamentos deberán cumplir los
requisitos que se establezcan reglamentariamente y tendrán que ir acompañadas de un estudio comparativo
de su coste económico. Estas propuestas serán remitidas a la Inspección General de Servicios para su informe
preceptivo dentro de los diez días siguientes. Si el referido informe no se emitiese en dicho plazo, se entenderá
que es favorable.
4. En el caso de que de las propuestas de modificación de estructuras se derive un incremento de gasto, se
deberá solicitar informe previo del departamento competente en materia de hacienda.

CAPÍTULO II Los Departamentos y su estructura interna

Artículo 77. Los departamentos
1. La Administración de la comunidad autónoma se organiza en departamentos, cada uno de los cuales
comprenderá uno o varios sectores de la actividad administrativa.
2. Corresponde al presidente o presidenta del Gobierno de Aragón la creación, modificación, agrupación y
supresión de departamentos, así como la determinación del sector o sectores de la actividad administrativa a
los que se extenderá la competencia de cada uno de ellos.
3. La organización en departamentos no obstará para la existencia de órganos adscritos directamente a la
Presidencia y, en su caso, a las Vicepresidencias del Gobierno. También se les podrán adscribir organismos
públicos.

Artículo 78. Estructura orgánica de los departamentos
1. Los departamentos se estructurarán en secretarías generales técnicas, direcciones generales y servicios,
dependientes de la persona titular del departamento. Las secretarías generales técnicas tendrán nivel orgánico
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de dirección general.
2. La estructura orgánica de los departamentos será aprobada mediante decreto por el Gobierno de Aragón a
iniciativa del departamento interesado y propuesta del departamento competente en materia de hacienda, en
los términos establecidos en el artículo 76.
3. La dirección general, como división orgánica fundamental de los departamentos, tiene como función la
dirección técnica, la gestión y la coordinación de una o de varias áreas funcionalmente homogéneas.
4. Las direcciones generales se organizarán en los servicios necesarios para el cumplimiento eficaz de las
funciones que les sean asignadas.
5. Los servicios podrán estar integrados en direcciones generales o depender directamente de los consejeros o,
en su caso, de los secretarios generales técnicos.
6. En el departamento competente en materia de hacienda se ubicará orgánicamente la Intervención General
de la Comunidad Autónoma, con rango de dirección general.

Artículo 79. Las secretarias y los secretarios generales técnicos
1. Las secretarias y secretarios generales técnicos tendrán las siguientes competencias:

a) La representación del departamento en ausencia o por delegación del consejero.
b) La asistencia a las reuniones del Gobierno, cuando sean requeridos al efecto, para informar de asuntos
específicos del área de responsabilidad que les haya sido atribuida.
c) La asistencia a las comisiones delegadas del Gobierno en caso de imposibilidad de asistencia de la
persona titular del departamento o por delegación de esta.
d) Ejercer las competencias que la persona titular del departamento les delegue.
e) Prestar asesoramiento técnico a la persona titular del departamento en relación con la planificación de la
actividad del departamento.
f) Impulsar el control de eficacia del departamento y de sus organismos públicos mediante la realización de
las actividades necesarias para la comprobación del cumplimiento de los objetivos propuestos en los planes
de actuación y la adecuada utilización de los recursos asignados.
g) Planificar las actuaciones necesarias para la racionalización y simplificación de los procedimientos y de
los métodos de trabajo del departamento, de acuerdo con las directrices y los criterios técnicos
establecidos por el departamento competente en materia de administración electrónica.
h) Proponer los criterios técnicos y las directrices sobre la organización del departamento.
i) Coordinar las actuaciones del departamento en relación con la transferencia de funciones y servicios del
Estado.
j) Ejercer la jefatura de personal del departamento.
k) Supervisar la adquisición de suministros, bienes y servicios, así como los expedientes de contratación de
cualquier tipo.
l) Preparar, en coordinación con las personas que ostenten la titularidad de las direcciones generales, el
anteproyecto de presupuesto del departamento.
m) Gestionar el presupuesto del departamento.
n) Coordinar, bajo la dirección de la persona titular del departamento, la actuación de las direcciones
generales del departamento. ñ) Gestionar todos los servicios comunes del departamento, así como aquellos
que se les encomienden expresamente.
o) Impulsar y coordinar el plan o programa normativo del departamento.
p) Velar por el cumplimiento de las normas de transparencia en el departamento, tanto en lo que respecta a
la publicidad activa como al ejercicio del derecho de acceso a la información pública.
q) Ejercer las demás competencias que les sean atribuidas por disposición legal o reglamentaria.

2. Las personas titulares de las secretarías generales técnicas serán nombradas mediante decreto del Gobierno
de Aragón, a propuesta de la persona titular del departamento.
3. Las decisiones administrativas de las personas titulares de las secretarías generales técnicas adoptarán la

Temario en formato ley · Personal de Servicios Auxiliares · Gobierno de Aragón 16

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



forma de resolución.
4. El secretario o secretaria general de la Presidencia tendrá las mismas competencias que se atribuyen a
quienes ostenten la titularidad de las secretarías generales técnicas y aquellas que le sean atribuidas por el
presidente o presidenta del Gobierno.

Artículo 80. Los directores y las directoras generales
1. Los directores y directoras generales son las personas titulares de los órganos encargados de la dirección, la
gestión y la coordinación de una o de varias áreas del departamento. En el ejercicio de estas competencias,
tendrán las siguientes facultades:

a) Dirigir, gestionar y coordinar los servicios integrados en su dirección general y velar por su buen
funcionamiento.
b) Gestionar los recursos humanos, financieros y materiales a su cargo.
c) Proponer al consejero o consejera los proyectos de su dirección general para lograr los objetivos
institucionales, así como dirigir su ejecución y controlar su cumplimiento.
d) Elevar al consejero o consejera las propuestas de resolución que este o esta deba adoptar en materias que
afecten a su dirección general.
e) Ejercer las demás facultades que les atribuyan las leyes y las disposiciones reglamentarias.

2. Las personas titulares de las direcciones generales serán nombradas mediante decreto del Gobierno de
Aragón, a propuesta de la persona titular del departamento.
3. Las decisiones administrativas de las personas titulares de las direcciones generales adoptarán la forma de
resolución.

Artículo 81. Los jefes y las jefas de servicio
1. Los jefes y jefas de servicio serán nombrados por el Gobierno de Aragón, a propuesta de la persona titular
del departamento, entre funcionarios de carrera de nivel superior.
2. El sistema de provisión de las jefaturas de servicio será establecido por la legislación sobre función pública
de la comunidad autónoma.
3. Las decisiones administrativas de los jefes y las jefas de servicio adoptarán la forma de resolución.

CAPÍTULO III Órganos territoriales

Artículo 82. Las delegaciones territoriales del Gobierno de Aragón
1. De conformidad con lo previsto en la Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón, quienes ostenten la
titularidad de las delegaciones territoriales, como representantes del Gobierno en la respectiva provincia,
ejercerán las funciones de dirección, impulso, coordinación y supervisión de los servicios y organismos
públicos de la Administración de la comunidad autónoma en su ámbito territorial.
2. Corresponderá a las personas titulares de las delegaciones territoriales del Gobierno de Aragón:

a) Dirigir y supervisar, de acuerdo con las directrices que reciban, la actividad de la Administración de la
comunidad autónoma en la provincia y elevar, en su caso, al Gobierno de Aragón y a los departamentos
cuantos informes y propuestas consideren procedentes.
b) Coordinar la actividad de los servicios de la Administración de la comunidad autónoma en la provincia y
de sus organismos públicos.
c) Velar por la aplicación en la provincia de las disposiciones de carácter general de la Comunidad
Autónoma de Aragón.
d) Proponer las medidas que consideren necesarias para simplificar la estructura de la Administración de
la comunidad autónoma en la provincia y para racionalizar la utilización y distribución de los recursos
humanos de los servicios y organismos públicos y de los recursos materiales de que aquellos dispongan, en
particular de los edificios administrativos.
e) Ejercer la potestad sancionadora que les atribuya el ordenamiento jurídico.
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f) Velar por el cumplimiento en la provincia de los principios de colaboración, cooperación, coordinación,
lealtad institucional y confianza legítima que deben presidir las relaciones de la Administración de la
comunidad autónoma con las restantes administraciones públicas.
g) Cualesquiera otras competencias que les sean atribuidas por el ordenamiento jurídico.

3. Las delegaciones territoriales del Gobierno se integrarán orgánicamente en el departamento competente en
materia de relaciones institucionales, y sus titulares serán nombrados mediante decreto por el Gobierno, a
propuesta de la persona titular del departamento mencionado.
4. La estructura orgánica del departamento competente recogerá la dotación de suficientes medios personales
y materiales a las delegaciones territoriales para el cumplimiento de su función.

Artículo 83. Organización territorial de la Administración de la comunidad autónoma
1. La organización territorial de la Administración de la comunidad autónoma se establecerá mediante decreto
del Gobierno de Aragón.
2. Esta organización se adaptará a los objetivos y a las necesidades de cada departamento u organismo público.
3. El Gobierno de Aragón, a propuesta del titular del Departamento competente en materia de relaciones
institucionales, podrá crear oficinas delegadas de carácter interdepartamental, que comprenderán una o
varias delimitaciones comarcales, según las características geográficas, demográficas o sociales de las mismas.

Artículo 84. Los servicios provinciales
1. Los órganos administrativos provinciales de mayor rango de cada departamento recibirán el nombre de
servicios provinciales 2. Al frente de cada uno de ellos habrá un director o directora del servicio provincial,
cuyas decisiones administrativas adoptarán la forma de resolución. Su nombramiento se realizará por decreto
del Gobierno de Aragón, a propuesta de quien sea titular del departamento al que esté adscrito, entre personal
funcionario de carrera de nivel superior, de acuerdo con lo establecido en la legislación sobre función pública
de la Comunidad Autónoma de Aragón. 3. Los servicios provinciales serán creados y modificados mediante
decreto del Gobierno de Aragón, a propuesta del departamento interesado.
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Tema 4

Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre: 

Normativa aplicable al personal laboral; Personal al servicio de las 
Administraciones Públicas: Clases de personal. Especial referencia al 

Convenio colectivo para el Personal Laboral de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Aragón: Condiciones económicas; Jornada, 

descansos, permisos y vacaciones; Medidas contra la violencia de 
género; Situaciones del person

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 7 a 12 — 6 incluidos

TÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 7. Normativa aplicable al personal laboral
El personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se rige, además de por la legislación laboral y
por las demás normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así lo dispongan.
No obstante, en materia de permisos de nacimiento, adopción, del progenitor diferente de la madre biológica,
de lactancia y parental, el personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se regirá por lo
previsto en el presente Estatuto, no siendo de aplicación a este personal, por tanto, las previsiones del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores sobre las suspensiones de los contratos de trabajo que, en
su caso, corresponderían por los mismos supuestos de hecho.
Se modifica el párrafo segundo por el art. 2.1 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741

Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
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de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
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modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.
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Tema 5

Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres: Título preliminar: Objeto y ámbito de la ley; Título 

I: El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación. Ley 
7/2018, de 28 de junio, de igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres en Aragón: Título II: Políticas Públicas para la igualdad de 
género. Ley 5/2019, de 21 de marzo, de derechos y garantías de las 

personas con discapacidad en Aragón: Medidas en materia de empleo 
público.

LO 3/2007 igualdad efectiva
LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 1 a 2 · arts. 3 a 13 — 13 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Objeto y ámbito de la Ley

Artículo 1. Objeto de la Ley
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.
2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.
2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.
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Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la 
promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo
El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el ámbito del
empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable,
en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la promoción
profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, y en la afiliación y
participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros
ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. No constituirá
discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia de trato basada en una
característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas
o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y
determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea,
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
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indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

Ley 7/2018, de 28 de junio, de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en 
Aragón
Igualdad-ARA · BOE-A-2018-11932 · arts. 16 a 28 — 13 incluidos

TÍTULO II Políticas públicas para la igualdad de género

CAPÍTULO I Integración de la perspectiva de género en las políticas públicas de la Comunidad Au

Artículo 16. Transversalidad de género
De conformidad con el artículo 15 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, sobre la transversalidad del
principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres, todas las áreas de actuación de las
Administraciones públicas de Aragón enumeradas en el artículo 2.2 de la presente ley, integrarán
transversalmente de forma activa el principio de igualdad de género en la elaboración, ejecución y
seguimiento de las disposiciones normativas, en la definición y presupuestos de las políticas públicas en todos
los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades, considerando sistemáticamente las
prioridades y necesidades propias de las mujeres y de los hombres, teniendo en cuenta su incidencia en la
situación específica de unas y otros, al objeto de adaptarlas para eliminar los efectos discriminatorios y
promover la igualdad de género. Asimismo, con idéntica finalidad de transversalizar el género y acabar con
sesgos en la Administración, se elaborarán planes de igualdad de empleados y empleadas públicos.

Artículo 17. Desarrollo del principio de interseccionalidad
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1. Las Administraciones públicas aragonesas, en el ámbito de sus competencias y de acuerdo con lo
establecido en el artículo 14.6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, integrarán el principio de
interseccionalidad en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas,
especialmente en las de inclusión social, atendiendo y visibilizando la diversidad de colectivos de mujeres y las
situaciones de múltiple discriminación que tengan que ser objeto de especial atención.
2. Los poderes públicos de Aragón pondrán en marcha de forma prioritaria medidas de acción positiva para
aquellos colectivos en los que confluyan diversos factores de discriminación, con el objetivo de garantizar el
ejercicio de los derechos civiles y políticos de todas las mujeres y promover su participación política,
económica, social, laboral y cultural, así como el acceso a los recursos y servicios en igualdad de
oportunidades. Se considerarán mujeres pertenecientes a colectivos de especial vulnerabilidad: las integrantes
de minorías étnicas, especialmente de la comunidad gitana, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas, las mujeres que forman parte de familias
monoparentales y las mujeres víctimas de violencia. Fundamentalmente se atenderá, entre otros, a los
factores de lugar de residencia, clase social, discapacidad, violencia contra la mujer, nivel formativo, etapa del
ciclo vital, embarazo y maternidad, estado civil, orientación sexual, etnia, condición migratoria, problemas de
salud mental, privación de libertad y drogodependencia. Se contemplará especialmente la situación y
necesidades de las mujeres en el medio rural.
3. El Gobierno de Aragón promoverá la investigación y el desarrollo de metodologías y herramientas que
permitan una eficaz integración de dicho principio en el conjunto de las políticas públicas.
4. El Gobierno de Aragón apoyará con formación específica su implantación en otros niveles administrativos.

Artículo 18. Evaluación del impacto de género
Los poderes públicos de Aragón incorporarán el desarrollo de la evaluación previa del impacto de género en el
desarrollo de su normativa, planes, programas y actuaciones en el ámbito de sus competencias, para
garantizar la integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres. A estos efectos:
1. De conformidad con el artículo 37.3 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de
Aragón, todos los proyectos de ley que apruebe el Gobierno de Aragón deben incorporar un informe sobre su
impacto por razón de género.
2. El Gobierno de Aragón deberá realizar la evaluación del impacto de género de las proposiciones de ley que
se presenten en las Cortes de Aragón en el plazo establecido en el Reglamento de la Cámara para manifestar su
criterio respecto a la toma en consideración.
3. Los reglamentos y los planes del Gobierno de Aragón requerirán también, antes de su aprobación, la
emisión de un informe de evaluación del impacto de género.
4. Previamente a acometer la elaboración de una norma, el órgano administrativo que la promueva ha de
evaluar el impacto de género potencial de la propuesta en los términos siguientes:

a) El Gobierno de Aragón, a propuesta del Instituto Aragonés de la Mujer, elaborará y revisará
periódicamente las normas o directrices en las que se precisen las pautas y criterios a seguir para la
realización de la evaluación previa del impacto en función del género.
b) El informe de evaluación de impacto de género debe contemplar en todos los casos los indicadores de
género pertinentes y los mecanismos destinados a analizar si la actividad proyectada en la norma o
actuación administrativa podría tener repercusiones positivas o adversas, así como las medidas dirigidas a
paliar y neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten, para reducir o eliminar las
desigualdades detectadas, promoviendo de este modo la igualdad.

Artículo 19. Memoria explicativa de igualdad
1. El proyecto de norma o disposición tendrá que ir acompañado de una memoria que explique
detalladamente los trámites realizados en relación a la evaluación del impacto de género y los resultados de la
misma.
2. La aprobación de la norma o adopción del acto administrativo de que se trate dejará constancia de la
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realización de la evaluación del impacto de género y de la memoria explicativa de igualdad.

Artículo 20. Plan Estratégico para la Igualdad entre Mujeres y Hombres
1. El Gobierno de Aragón, a propuesta del departamento competente en materia de igualdad de género,
aprobará cada cuatro años el Plan Estratégico para la Igualdad entre Mujeres y Hombres de Aragón. El plan
contendrá las líneas prioritarias de actuación y las medidas destinadas a alcanzar la plena igualdad entre
mujeres y hombres y para eliminar la discriminación por razón de género.
2. Este plan integrará el principio de interseccionalidad y todos los demás principios recogidos en el artículo 3
de la presente ley y contemplará en sus actuaciones la diversidad de los colectivos de mujeres de Aragón, así
como la incorporación de los hombres, protagonistas necesarios para la igualdad.
3. El Instituto Aragonés de la Mujer presentará una evaluación de la aplicación de dicho plan estratégico cada
dos años.

Artículo 21. Enfoque de género en el presupuesto
El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Aragón constituirá un elemento activo para la consecución
efectiva del objetivo de la igualdad de género. A tal efecto:
a) Se emitirá el informe de evaluación de impacto de género del anteproyecto de ley de presupuestos.
b) Se impulsará y fomentará la perspectiva de género en la preparación por los diversos departamentos de los
anteproyectos de sus estados de gastos de forma que se cuantifiquen las partidas presupuestarias globales que
persigan dicha finalidad.
c) Se impulsará y fomentará la realización de auditorías de género en las empresas y organismos dependientes
del Gobierno de Aragón.

Artículo 22.
Uso integrador y no sexista del lenguaje y de la imagen.
1. De conformidad con el artículo 14.11 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, y en aplicación del
principio general recogido en el artículo 3.11 de la presente ley, los poderes públicos y las Administraciones
públicas aragonesas tienen como objetivo promover medidas para la implantación del uso integrador y no
sexista de todo tipo de lenguaje y de las imágenes en todos los ámbitos de la Administración, y en los
documentos, formularios, impresos y soportes que produzcan directamente o a través de terceras personas o
entidades. Asimismo, se desarrollarán medidas de fomento del uso del lenguaje integrador y no sexista en la
totalidad de las relaciones sociales, culturales y artísticas, así como entre los particulares.
2. En concreto, los medios de comunicación públicos aragoneses o que perciban subvenciones públicas están
obligados a hacer un uso integrador y no sexista del lenguaje y las imágenes.
3. Los poderes públicos aragoneses garantizarán un uso integrador y no sexista en la comunicación, en la
imagen y publicidad institucionales, así como en los contenidos e imágenes que utilicen en el desarrollo de sus
políticas, debiendo promover de forma activa una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de las mujeres
y los hombres.
4. Los poderes públicos aragoneses garantizarán que no se emitan ni publiquen textos o imágenes de carácter
discriminatorio, sexista, vejatorio o en contra del principio de igualdad de género.
5. El departamento competente en materia de igualdad de género se encargará del control del cumplimiento
del uso integrador y no sexista del lenguaje previsto en este artículo.

Artículo 23. Elaboración de estadísticas, estudios e investigaciones con perspectiva de género
1. Los poderes públicos de Aragón, al objeto de garantizar la incorporación de la perspectiva de género en su
ámbito de actuación y de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta ley, deberán incluir
sistemáticamente la variable sexo en las estadísticas, encuestas, registros públicos y recogida de datos que se
lleven a cabo.
2. Las Administraciones públicas aragonesas incluirán en las estadísticas indicadores de género que
posibiliten un mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones,
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aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres y la influencia de estos indicadores en la realidad a analizar
en los diferentes ámbitos de intervención, como establece el artículo 20 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de
marzo.
3. Asimismo, realizarán análisis e investigaciones sobre la situación de desigualdad por razón de género y
difundirán sus resultados.

CAPÍTULO II Promoción de la igualdad de género en las políticas públicas de la Comunidad Autóno

Artículo 24. Participación y representación equilibrada de mujeres y hombres en las instituciones y en 
los órganos públicos
De conformidad con el artículo 16 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, se garantizará el principio de
representación equilibrada de mujeres y hombres:
1. En el nombramiento de titulares de órganos directivos de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Aragón cuya designación corresponda al Gobierno de Aragón, procurando la representación de mujeres
procedentes de grupos minoritarios.
2. En la composición de los órganos colegiados de la Comunidad Autónoma de Aragón. Este mismo criterio de
representación se observará en la modificación o renovación de dichos órganos.
3. En la designación de los representantes del Gobierno de Aragón en órganos colegiados, comités de personas
expertas o comités consultivos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y los organismos
públicos vinculados o dependientes de ella.
4. En los nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de administración de las empresas en
cuyo capital participe la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y los organismos públicos
vinculados o dependientes de ella.
5. En la composición de cualesquiera órganos colegiados que se constituyan para la selección de personal de
nuevo ingreso o la provisión de puestos de trabajo y para la concesión de ayudas, subvenciones, becas o
premios.

Artículo 25. Contratación pública
1. El Gobierno de Aragón incorporará en el marco de la legislación vigente, en la regulación de los contratos
celebrados por la Administración de la Comunidad Autónoma, de sus organismos públicos y empresas
públicas, cláusulas sociales en igualdad de género que incorporen el cumplimiento de la normativa en materia
de igualdad entre hombres y mujeres, la acreditación fehaciente de sus obligaciones legales de elaborar y
ejecutar planes de igualdad cuando les corresponda y requerimientos de solvencia técnica o acreditación de
experiencia sobre igualdad de género cuando sea coherente con el objeto del contrato.
2. Los órganos de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón establecerán
criterios de valoración y/o adjudicación en los pliegos de cláusulas administrativas particulares cuando,
habida cuenta de la naturaleza y características de la prestación de la que se trate, dicha integración suponga
que se incrementan las ventajas comparativas que la oferta contiene para la mejor satisfacción del objeto del
contrato en lo referido a la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. En este sentido, se podrán valorar
aspectos tales como el desglose por sexos de los resultados y conclusiones de estudios y estadísticas, el
desglose y contenido de las acciones previstas en la oferta presentada dirigidas a promover la igualdad de
mujeres y hombres, la atención a las peculiaridades sociales, psicológicas o fisiológicas de las mujeres en la
configuración de un servicio o de las características técnicas de un bien y otros criterios objetivos análogos
debidamente especificados en el pliego de cláusulas administrativas.
3. Del mismo modo, establecerán en los pliegos de cláusulas administrativas particulares criterios cualitativos
vinculados al objeto del contrato para evaluar la mejor relación calidad-precio de las proposiciones en los
siguientes términos:

a) La tenencia en el momento de finalización del plazo de presentación de proposiciones de un distintivo o
marca de excelencia en materia de igualdad emitido por autoridad competente.
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b) La aplicación por la licitadora de medidas destinadas a lograr la igualdad de oportunidades, siempre que
las mismas permanezcan en el tiempo y mantengan la efectividad, de acuerdo con las condiciones que
reglamentariamente se establezcan. La puntuación asignada a los criterios cualitativos deberá tender a
igualar a la de los criterios objetivos dentro de los límites que fija la legislación de contratos según los
procedimientos.

4. Igualmente, se incorporará a los pliegos y normas reguladoras de la licitación la posibilidad de incorporar
en las ofertas variantes relativas a la igualdad de oportunidades cuando estas supongan una mejora de la
prestación a contratar. Para ello será necesario concretar el contenido de las acciones específicas relativas a la
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres previstas en la oferta presentada.
5. Los contratos de la Administración de la Comunidad Autónoma, de sus organismos y empresas públicas
deberán incluir obligatoriamente, cuando tengan que ver con el objeto del contrato entre sus condiciones de
ejecución medidas tendentes a promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. A tal efecto, se
establecerán las características de las condiciones especiales en relación con la ejecución que deban incluirse
en los pliegos, atendiendo a la naturaleza de los contratos y al sector de actividad donde se generen las
prestaciones. En todo caso, se evitará el uso sexista del lenguaje o la imagen, se garantizará la igualdad entre
mujeres y hombres en el trato, en el acceso al empleo, clasificación profesional, promoción, permanencia,
formación, extinción, retribuciones, calidad y estabilidad laboral, duración y ordenación de la jornada laboral,
y se garantizará la adopción de medidas para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo en el
trabajo, junto al establecimiento de procedimientos específicos para su prevención.
6. Se fomentará e impulsará a otras Administraciones de la Comunidad Autónoma para que implementen
cláusulas sociales de género en los pliegos de contratación pública.

Artículo 26. Ayudas y subvenciones
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón incorporará entre las bases reguladoras de las
subvenciones públicas la integración de la perspectiva de género en el proyecto, así como la valoración de
actuaciones de efectiva consecución de la igualdad de género por parte de las entidades solicitantes.
2. El Gobierno de Aragón promoverá ayudas dirigidas a las Administraciones públicas aragonesas y entidades
sin ánimo de lucro que asuman el desarrollo de actuaciones y programas que faciliten la conciliación de la
vida laboral, personal y familiar con el objetivo de impulsar la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.
Asimismo, uno de los objetos de las ayudas y subvenciones será la formación en enfoque de género.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma denegará el otorgamiento de subvenciones, becas o
cualquier otro tipo de ayuda pública a las empresas y entidades solicitantes sancionadas por resolución
administrativa firme o condenadas por sentencia judicial firme, por acciones u omisiones consideradas
discriminatorias por la legislación vigente por razón de género. A tal efecto, las empresas y entidades
solicitantes deben presentar, junto con la solicitud de la ayuda, una declaración responsable del hecho de no
haber sido nunca objeto de sanciones administrativas firmes ni de sentencias firmes condenatorias.

Artículo 27. Otras actuaciones con contenido económico
Cualquier actuación desarrollada por la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón o por sus
organismos públicos con impacto económico en sus presupuestos, con independencia de su forma jurídica,
incorporará los principios básicos expuestos en los artículos anteriores con respecto a prohibiciones y
exigencias en materia de igualdad y no discriminación por razón de género.

Artículo 28. Medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad
1. Al objeto de acceder al empleo público en la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, los
temarios para la celebración de pruebas selectivas incluirán materias relativas a la normativa sobre igualdad y
violencia contra la mujer, así como formación de género vinculada con la transversalidad. Caso de existir fase
de concurso en el acceso al empleo público, se valorará la formación en materia de género.
2. Para que la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres sea integrada en el desarrollo de la
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actividad pública, la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón garantizará la formación de su
personal en esta materia.
3. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas que vayan a regular los jurados
creados para la concesión de cualquier tipo de premio promovido o subvencionado por la Administración de
la Comunidad Autónoma de Aragón, así como las que regulen órganos afines habilitados para la adquisición
de fondos culturales o artísticos, deberán garantizar una representación equilibrada de mujeres y hombres
con capacitación, competencia y preparación adecuadas en aquellos tribunales de selección.

Ley 5/2019, de 21 de marzo, de derechos y garantías de las personas con discapacidad en 
Aragón
LDiscap-ARA · BOE-A-2019-7785 · arts. 27 a 28 — 2 incluidos

TÍTULO IV De la formación y el empleo

Artículo 27. Empleo público
1. En el acceso, la promoción interna y la provisión de puestos de trabajo de las Administraciones públicas de
Aragón se garantizará el principio de igualdad de oportunidades y de trato de las personas con discapacidad.
2. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior al 8% de las vacantes para ser cubiertas
entre personas con discapacidad, considerando como tales las definidas en el apartado 2 del artículo 2, de
modo que, progresivamente, se alcance el 2% de los efectivos totales en la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón y sus entidades instrumentales. La reserva del mínimo del 8% se realizará de manera
que, al menos, el 2% de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten discapacidad
intelectual y un 1% para personas con enfermedad mental que acrediten un grado de discapacidad igual o
superior al 33%.
3. El número de plazas reservadas se determinará en la oferta de empleo público, así como su distribución en
los diferentes cuerpos, escalas y categorías profesionales. Se establecerán en las convocatorias de acceso al
empleo público turnos separados para las personas con discapacidad. En caso de no cubrirse las plazas
vacantes reservadas para el turno de discapacidad, se acumularán a posteriores ofertas hasta un límite del 8%.
4. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y sus organismos públicos adoptarán las medidas
precisas para establecer las adaptaciones y ajustes razonables de tiempos, medios y de accesibilidad en el
proceso selectivo. En los procesos selectivos de clases de especialidad para personas con discapacidad
intelectual se podrán establecer procedimientos alternativos a las pruebas de acceso dirigidas a comprobar
que se poseen los conocimientos imprescindibles para el desempeño de las funciones propias del puesto de
trabajo.
5. Entre estas adaptaciones, podrá autorizarse, previo informe del Instituto Aragonés de Servicios Sociales y a
solicitud de la persona interesada, el acceso de su asistente personal para la atención de sus necesidades
básicas durante la realización de las pruebas de acceso, que no podrán comportar la cumplimentación de
cuestionarios o ejercicios escritos inherentes al proceso selectivo.
6. Superado dicho proceso, las adaptaciones en el puesto de trabajo a las necesidades de las personas con
discapacidad, ya sean de carácter estructural, en cuanto afecten a las instalaciones, dependencias o
equipamientos, como de carácter organizativo, en cuanto afecten a las pautas de trabajo o asignación de
funciones, como de comunicación, facilitarán, si la persona con discapacidad lo necesita, durante el tiempo
que sea necesario y dentro del periodo en que estén nombrados como funcionarios en prácticas, la presencia
de un intérprete de lengua de signos española para acceder a las adaptaciones de carácter organizativo.
7. Tendrán preferencia en la elección de los puestos ofertados para su adjudicación en primer destino las
personas aspirantes que, habiendo superado el proceso selectivo, cuenten con una discapacidad igual o
superior al 65% o tengan a su cargo menores de 12 años que presenten necesidades de autonomía personal por
motivos de discapacidad o estén en riesgo de padecerla y estén siendo atendidos por los Servicios de Atención
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Temprana del Instituto Aragonés de Servicios Sociales.
8. El Instituto Aragonés de Administración Pública, en colaboración con el Instituto Aragonés de Servicios
Sociales, elaborará una guía de buenas prácticas para el desarrollo y contenido de las pruebas de acceso, con
el objetivo de garantizar la especialización de los órganos selectivos en materia de discapacidad en relación,
entre otras materias, con los distintos tipos de discapacidad en las pruebas selectivas o recursos de
accesibilidad.
9. El Gobierno de Aragón aprobará el Plan de Función Pública Inclusiva en la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón.

Artículo 28. Formación de empleados públicos
1. El departamento competente en materia de administración pública, a través del Instituto Aragonés de
Administración Pública, fomentará la formación integral de los empleados públicos que trabajan con personas
con discapacidad para atender adecuadamente los diversos servicios que requieren, realizando actuaciones
concretas de formación en sistemas de comunicación aumentativa y alternativa.
2. Asimismo, establecerá programas de especialización y actualización de carácter general y de aplicación
especial para las diferentes discapacidades, dirigidos a las personas empleadas públicas con discapacidad, de
acuerdo con sus competencias profesionales.
3. En ambos aspectos, se contará con el apoyo de las entidades más representativas del movimiento asociativo
de la discapacidad de Aragón.

Temario en formato ley · Personal de Servicios Auxiliares · Gobierno de Aragón 30

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 6

Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales: 
Capítulo I: objeto, ámbito de aplicación y definiciones; Capítulo II: 

Política en materia de prevención de riesgos para proteger la 
seguridad y la salud en el trabajo; Capítulo III: derechos y obligaciones.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales
LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 1 a 4 · arts. 5 a 13 · arts. 14 a 29 — 29 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.
2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal, con
las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de una
parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la que
presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan
sus servicios.
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2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito
de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de protección
civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas Armadas y
actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte
para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las
indicadas actividades.
3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la
presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a
efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en
la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#ap Se modifican los apartados 1
y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.
d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.
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CAPÍTULO II Política en materia de prevención de riesgos para proteger la seguridad y la salud

Artículo 5. Objetivos de la política
1. La política en materia de prevención tendrá por objeto la promoción de la mejora de las condiciones de
trabajo dirigida a elevar el nivel de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo. Dicha
política se llevará a cabo por medio de las normas reglamentarias y de las actuaciones administrativas que
correspondan y, en particular, las que se regulan en este capítulo, que se orientarán a la coordinación de las
distintas Administraciones públicas competentes en materia preventiva y a que se armonicen con ellas las
actuaciones que conforme a esta Ley correspondan a sujetos públicos y privados, a cuyo fin:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las
entidades que integran la Administración local se prestarán cooperación y asistencia para el eficaz ejercicio
de sus respectivas competencias en el ámbito de lo previsto en este artículo.
b) La elaboración de la política preventiva se llevará a cabo con la participación de los empresarios y de los
trabajadores a través de sus organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

2. A los fines previstos en el apartado anterior las Administraciones públicas promoverán la mejora de la
educación en materia preventiva en los diferentes niveles de enseñanza y de manera especial en la oferta
formativa correspondiente al sistema nacional de cualificaciones profesionales, así como la adecuación de la
formación de los recursos humanos necesarios para la prevención de los riesgos laborales. En el ámbito de la
Administración General del Estado se establecerá una colaboración permanente entre el Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social y los Ministerios que correspondan, en particular los de Educación y Ciencia y de Sanidad y
Consumo, al objeto de establecer los niveles formativos y especializaciones idóneas, así como la revisión
permanente de estas enseñanzas, con el fin de adaptarlas a las necesidades existentes en cada momento.
3. Del mismo modo, las Administraciones públicas fomentarán aquellas actividades desarrolladas por los
sujetos a que se refiere el apartado 1 del artículo segundo, en orden a la mejora de las condiciones de
seguridad y salud en el trabajo y la reducción de los riesgos laborales, la investigación o fomento de nuevas
formas de protección y la promoción de estructuras eficaces de prevención. Para ello podrán adoptar
programas específicos dirigidos a promover la mejora del ambiente de trabajo y el perfeccionamiento de los
niveles de protección. Los programas podrán instrumentarse a través de la concesión de los incentivos que
reglamentariamente se determinen que se destinarán especialmente a las pequeñas y medianas empresas.
4. Las Administraciones públicas promoverán la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y
hombres, considerando las variables relacionadas con el sexo tanto en los sistemas de recogida y tratamiento
de datos como en el estudio e investigación generales en materia de prevención de riesgos laborales, con el
objetivo de detectar y prevenir posibles situaciones en las que los daños derivados del trabajo puedan aparecer
vinculados con el sexo de los trabajadores.
5. La política en materia de prevención de riesgos laborales deberá promover la integración eficaz de la
prevención de riesgos laborales en el sistema de gestión de la empresa. Igualmente, la política en materia de
seguridad y salud en el trabajo tendrá en cuenta las necesidades y dificultades específicas de las pequeñas y
medianas empresas. A tal efecto, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general
en materia de prevención de riesgos laborales deberá incorporarse un informe sobre su aplicación en las
pequeñas y medianas empresas que incluirá, en su caso, las medidas particulares que para éstas se
contemplen.
Se añade el apartado 5 por el art. 8.1 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se añade el apartado 4 por la disposición adicional 12.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115

Artículo 6. Normas reglamentarias
1. El Gobierno, a través de las correspondientes normas reglamentarias y previa consulta a las organizaciones
sindicales y empresariales más representativas, regulará las materias que a continuación se relacionan:

a) Requisitos mínimos que deben reunir las condiciones de trabajo para la protección de la seguridad y la
salud de los trabajadores.
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b) Limitaciones o prohibiciones que afectarán a las operaciones, los procesos y las exposiciones laborales a
agentes que entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores. Específicamente podrá
establecerse el sometimiento de estos procesos u operaciones a trámites de control administrativo, así
como, en el caso de agentes peligrosos, la prohibición de su empleo.
c) Condiciones o requisitos especiales para cualquiera de los supuestos contemplados en el apartado
anterior, tales como la exigencia de un adiestramiento o formación previa o la elaboración de un plan en el
que se contengan las medidas preventivas a adoptar.
d) Procedimientos de evaluación de los riesgos para la salud de los trabajadores, normalización de
metodologías y guías de actuación preventiva.
e) Modalidades de organización, funcionamiento y control de los servicios de prevención, considerando las
peculiaridades de las pequeñas empresas con el fin de evitar obstáculos innecesarios para su creación y
desarrollo, así como capacidades y aptitudes que deban reunir los mencionados servicios y los trabajadores
designados para desarrollar la acción preventiva.
f) Condiciones de trabajo o medidas preventivas específicas en trabajos especialmente peligrosos, en
particular si para los mismos están previstos controles médicos especiales, o cuando se presenten riesgos
derivados de determinadas características o situaciones especiales de los trabajadores.
g) Procedimiento de calificación de las enfermedades profesionales, así como requisitos y procedimientos
para la comunicación e información a la autoridad competente de los daños derivados del trabajo.

2. Las normas reglamentarias indicadas en el apartado anterior se ajustarán, en todo caso, a los principios de
política preventiva establecidos en esta Ley, mantendrán la debida coordinación con la normativa sanitaria y
de seguridad industrial y serán objeto de evaluación y, en su caso, de revisión periódica, de acuerdo con la
experiencia en su aplicación y el progreso de la técnica.

Artículo 7. Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral
1. En cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, las Administraciones públicas competentes en materia
laboral desarrollarán funciones de promoción de la prevención, asesoramiento técnico, vigilancia y control
del cumplimiento por los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación de la normativa de prevención de
riesgos laborales, y sancionarán las infracciones a dicha normativa, en los siguientes términos:

a) Promoviendo la prevención y el asesoramiento a desarrollar por los órganos técnicos en materia
preventiva, incluidas la asistencia y cooperación técnica, la información, divulgación, formación e
investigación en materia preventiva, así como el seguimiento de las actuaciones preventivas que se realicen
en las empresas, y respecto de las personas trabajadoras autónomas, para la consecución de los objetivos
previstos en esta ley.
b) Velando por el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales mediante las
actuaciones de vigilancia y control. A estos efectos, prestarán el asesoramiento y la asistencia técnica
necesarios para el mejor cumplimiento de dicha normativa y desarrollarán programas específicos dirigidos
a lograr una mayor eficacia en el control.
c) Sancionando el incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales por los sujetos
comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley, con arreglo a lo previsto en el capítulo VII de
la misma.

2. Las funciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral que se señalan en el
apartado 1 continuarán siendo desarrolladas, en lo referente a los trabajos en minas, canteras y túneles que
exijan la aplicación de técnica minera, a los que impliquen fabricación, transporte, almacenamiento,
manipulación y utilización de explosivos o el empleo de energía nuclear, por los órganos específicos
contemplados en su normativa reguladora. Las competencias previstas en el apartado anterior se entienden
sin perjuicio de lo establecido en la legislación específica sobre productos e instalaciones industriales.
Se modifica el apartado 1.a) por la disposición final 1.1 de la Ley 1/2026, de 8 de abril. Ref. BOE-A-2026-7967#df

Artículo 8. Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo
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1. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo es el órgano científico técnico especializado de la
Administración General del Estado que tiene como misión el análisis y estudio de las condiciones de seguridad
y salud en el trabajo, así como la promoción y apoyo a la mejora de las mismas. Para ello establecerá la
cooperación necesaria con los órganos de las Comunidades Autónomas con competencias en esta materia. El
Instituto, en cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes funciones:

a) Asesoramiento técnico en la elaboración de la normativa legal y en el desarrollo de la normalización,
tanto a nivel nacional como internacional.
b) Promoción y, en su caso, realización de actividades de formación, información, investigación, estudio y
divulgación en materia de prevención de riesgos laborales, con la adecuada coordinación y colaboración,
en su caso, con los órganos técnicos en materia preventiva de las Comunidades Autónomas en el ejercicio
de sus funciones en esta materia.
c) Apoyo técnico y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el cumplimiento de su
función de vigilancia y control, prevista en el artículo 9 de la presente Ley, en el ámbito de las
Administraciones públicas.
d) Colaboración con organismos internacionales y desarrollo de programas de cooperación internacional
en este ámbito, facilitando la participación de las Comunidades Autónomas.
e) Cualesquiera otras que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines y le sean encomendadas en el
ámbito de sus competencias, de acuerdo con la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo
regulada en el artículo 13 de esta Ley, con la colaboración, en su caso, de los órganos técnicos de las
Comunidades Autónomas con competencias en la materia.

2. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en el marco de sus funciones, velará por la
coordinación, apoyará el intercambio de información y las experiencias entre las distintas Administraciones
públicas y especialmente fomentará y prestará apoyo a la realización de actividades de promoción de la
seguridad y de la salud por las Comunidades Autónomas. Asimismo, prestará, de acuerdo con las
Administraciones competentes, apoyo técnico especializado en materia de certificación, ensayo y acreditación.
3. En relación con las Instituciones de la Unión Europea, el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el
Trabajo actuará como centro de referencia nacional, garantizando la coordinación y transmisión de la
información que deberá facilitar a escala nacional, en particular respecto a la Agencia Europea para la
Seguridad y la Salud en el Trabajo y su Red.
4. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo ejercerá la Secretaría General de la Comisión
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, prestándole la asistencia técnica y científica necesaria para el
desarrollo de sus competencias.

Artículo 9. Inspección de Trabajo y Seguridad Social
1. Corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la función de la vigilancia y control de la
normativa sobre prevención de riesgos laborales. En cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes
funciones:

a) Vigilar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, así como de las normas
jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de trabajo en materia de prevención, aunque no tuvieran
la calificación directa de normativa laboral, proponiendo a la autoridad laboral competente la sanción
correspondiente, cuando comprobase una infracción a la normativa sobre prevención de riesgos laborales,
de acuerdo con lo previsto en el capítulo VII de la presente Ley.
b) Asesorar e informar a las empresas y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las
disposiciones cuya vigilancia tiene encomendada.
c) Elaborar los informes solicitados por los Juzgados de lo Social en las demandas deducidas ante los
mismos en los procedimientos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.
d) Informar a la autoridad laboral sobre los accidentes de trabajo mortales, muy graves o graves, y sobre
aquellos otros en que, por sus características o por los sujetos afectados, se considere necesario dicho
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informe, así como sobre las enfermedades profesionales en las que concurran dichas calificaciones y, en
general, en los supuestos en que aquélla lo solicite respecto del cumplimiento de la normativa legal en
materia de prevención de riesgos laborales.
e) Comprobar y favorecer el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los servicios de prevención
establecidos en la presente Ley.
f) Ordenar la paralización inmediata de trabajos cuando, a juicio del inspector, se advierta la existencia de
riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores.

2. Las Administraciones General del Estado y de las comunidades autónomas adoptarán, en sus respectivos
ámbitos de competencia, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial y el asesoramiento
técnico necesarios a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que, en el ámbito de la Administración
General del Estado serán prestados por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. Estas
Administraciones públicas elaborarán y coordinarán planes de actuación, en sus respectivos ámbitos
competenciales y territoriales, para contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas en las empresas,
especialmente las de mediano y pequeño tamaño y las de sectores de actividad con mayor nivel de riesgo o de
siniestralidad, a través de acciones de asesoramiento, de información, de formación y de asistencia técnica.
En el ejercicio de tales cometidos, los funcionarios públicos de las citadas Administraciones que ejerzan
labores técnicas en materia de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo anterior, podrán
desempeñar funciones de asesoramiento, información y comprobatorias de las condiciones de seguridad y
salud en las empresas y centros de trabajo, con el alcance señalado en el apartado 3 de este artículo y con la
capacidad de requerimiento a que se refiere el artículo 43 de esta ley, todo ello en la forma que se determine
reglamentariamente. Las referidas actuaciones comprobatorias se programarán por la respectiva Comisión
Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a que se refiere el artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de
14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para su integración en el plan de
acción en Seguridad y Salud Laboral de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
3. Cuando de las actuaciones de comprobación a que se refiere el apartado anterior, se deduzca la existencia de
infracción, y siempre que haya mediado incumplimiento de previo requerimiento, el funcionario actuante
remitirá informe a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el que se recogerán los hechos
comprobados, a efectos de que se levante la correspondiente acta de infracción, si así procediera. A estos
efectos, los hechos relativos a las actuaciones de comprobación de las condiciones materiales o técnicas de
seguridad y salud recogidos en tales informes gozarán de la presunción de certeza a que se refiere la
disposición adicional cuarta, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social.
4. Las actuaciones previstas en los dos apartados anteriores, estarán sujetas a los plazos establecidos en el
artículo 14, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social.
Se modifica el apartado 2 y se añaden los apartados 3 y 4 por el art. 1.1 a 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 10. Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria
Las actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria referentes a la salud
laboral se llevarán a cabo a través de las acciones y en relación con los aspectos señalados en el capítulo IV del
Título I de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y disposiciones dictadas para su desarrollo. En
particular, corresponderá a las Administraciones públicas citadas:
a) El establecimiento de medios adecuados para la evaluación y control de las actuaciones de carácter
sanitario que se realicen en las empresas por los servicios de prevención actuantes. Para ello, establecerán las
pautas y protocolos de actuación, oídas las sociedades científicas, a los que deberán someterse los citados
servicios.
b) La implantación de sistemas de información adecuados que permitan la elaboración, junto con las
autoridades laborales competentes, de mapas de riesgos laborales, así como la realización de estudios
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epidemiológicos para la identificación y prevención de las patologías que puedan afectar a la salud de los
trabajadores, así como hacer posible un rápido intercambio de información.
c) La supervisión de la formación que, en materia de prevención y promoción de la salud laboral, deba recibir
el personal sanitario actuante en los servicios de prevención autorizados.
d) La elaboración y divulgación de estudios, investigaciones y estadísticas relacionados con la salud de los
trabajadores.

Artículo 11. Coordinación administrativa
La elaboración de normas preventivas y el control de su cumplimiento, la promoción de la prevención, la
investigación y la vigilancia epidemiológica sobre riesgos laborales, accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales determinan la necesidad de coordinar las actuaciones de las Administraciones competentes en
materia laboral, sanitaria y de industria para una más eficaz protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores. En el marco de dicha coordinación, la Administración competente en materia laboral velará, en
particular, para que la información obtenida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de
las funciones atribuidas a la misma en el apartado 1 del artículo 9 de esta Ley sea puesta en conocimiento de la
autoridad sanitaria competente a los fines dispuestos en el artículo 10 de la presente Ley y en el artículo 21 de
la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, así como de la Administración competente en materia de
industria a los efectos previstos en la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria.

Artículo 12. Participación de empresarios y trabajadores
La participación de empresarios y trabajadores, a través de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, en la planificación, programación, organización y control de la gestión relacionada con la
mejora de las condiciones de trabajo y la protección de la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo es
principio básico de la política de prevención de riesgos laborales, a desarrollar por las Administraciones
públicas competentes en los distintos niveles territoriales.

Artículo 13. Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo
1. Se crea la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo como órgano colegiado asesor de las
Administraciones públicas en la formulación de las políticas de prevención y órgano de participación
institucional en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. La Comisión estará integrada por un representante de cada una de las Comunidades Autónomas y por igual
número de miembros de la Administración General del Estado y, paritariamente con todos los anteriores, por
representantes de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.
3. La Comisión conocerá las actuaciones que desarrollen las Administraciones públicas competentes en
materia de promoción de la prevención de riesgos laborales, de asesoramiento técnico y de vigilancia y control
a que se refieren los artículos 7, 8, 9 y 11 de esta Ley y podrá informar y formular propuestas en relación con
dichas actuaciones, específicamente en lo referente a: – Criterios y programas generales de actuación. –
Proyectos de disposiciones de carácter general. – Coordinación de las actuaciones desarrolladas por las
Administraciones públicas competentes en materia laboral. – Coordinación entre las Administraciones
públicas competentes en materia laboral, sanitaria y de industria.
4. La Comisión adoptará sus acuerdos por mayoría. A tal fin, los representantes de las Administraciones
públicas tendrán cada uno un voto y dos los de las organizaciones empresariales y sindicales.
5. La Comisión contará con un Presidente y cuatro Vicepresidentes, uno por cada uno de los grupos que la
integran. La Presidencia de la Comisión corresponderá al Secretario general de Empleo y Relaciones
Laborales, recayendo la Vicepresidencia atribuida a la Administración General del Estado en el Subsecretario
de Sanidad y Consumo.
6. La Secretaría de la Comisión, como órgano de apoyo técnico y administrativo, recaerá en la Dirección del
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.
7. La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo funcionará en Pleno, en Comisión Permanente o
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en Grupos de Trabajo, conforme a la normativa que establezca el Reglamento interno que elaborará la propia
Comisión. En lo no previsto en la presente Ley y en el Reglamento interno a que hace referencia el párrafo
anterior la Comisión se regirá por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
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e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
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actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
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contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
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negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
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notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.
2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
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procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad
1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
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puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
reconocidos en la presente Ley.
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Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.
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MATERIAS ESPECÍFICAS — PERSONAL DE SERVICIOS AUXILIARES

Tema 7

La información y atención a los usuarios de edificios públicos. La 
atención telefónica.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.
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Tema 8

Tratamiento de correspondencia: depósito, entrega, recogida y 
distribución de correspondencia. Certificados, notificaciones, cartas 

ordinarias, urgentes y paquetería para su posterior envío.

RD 437/2024 Reglamento por el que se regula la prestación de los servicios postales
RD-437-2024 · BOE-A-2024-10010 · arts. 12 a 35 — 24 incluidos

TÍTULO III De los servicios y envíos postales

CAPÍTULO I Disposiciones generales sobre los servicios y envíos postales

Artículo 12. Servicios postales
1. Se consideran servicios postales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.1 de la Ley 43/2010, de 30 de
diciembre, cualesquiera servicios consistentes en la recogida, la admisión, la clasificación, el transporte, la
distribución y la entrega de envíos postales.
2. A efectos del necesario otorgamiento de los correspondientes títulos habilitantes, cada una de estas
actividades, excepto si consiste exclusivamente en una actividad de mero transporte, es susceptible de
constituir, por sí misma, un servicio postal.

Artículo 13. Clasificación de los servicios postales
1. De acuerdo con su régimen de prestación los servicios postales se clasifican en servicios prestados en
régimen ordinario y servicios prestados en régimen de servicio especial.
2. Se considerarán servicios postales prestados en régimen ordinario aquellos servicios que no puedan ser
calificados como servicios especiales. Los servicios prestados en régimen ordinario no verán alterado su
régimen de prestación cuando vayan acompañados de los servicios accesorios de certificado y valor declarado.
3. Se considerará que se trata de servicios postales prestados en régimen de servicios especiales cuando
contractualmente se pacten, al menos, cualquiera de las siguientes prestaciones:

a) Compromiso de entrega en una fecha u hora determinada.
b) Entrega en propia mano al destinatario del envío.
c) Más de un intento de entrega.
d) Trato personalizado y prestación de servicios bajo demanda. En todo caso tendrán la consideración de
servicios especiales el servicio de notificaciones administrativas y judiciales, y el servicio de envíos contra
reembolso donde la entrega al destinatario se efectúa previo abono del importe reembolsable. Asimismo,
se consideran servicios especiales aquellos servicios urgentes que se oferten con compromiso de entrega y
se presten con una mayor rapidez en la entrega que los prestados en régimen ordinario.

Artículo 14. Franqueo y pago de los servicios postales
1. El franqueo es la forma de acreditar el pago de los servicios postales consistente en la adhesión o
estampación de efectos o signos sobre los envíos postales que acreditan el pago de los mismos y permiten su
libre circulación por la red postal correspondiente. Los usuarios podrán utilizar, para franquear sus envíos, los
medios de franqueo indicados en el artículo 3.7 de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, con el alcance que en el
mismo se determina.
2. Los sellos de correo y demás signos de franqueo, entendidos éstos como los sobres, tarjetas y cartas-sobres
con sellos previamente estampados, autorizados mediante resolución conjunta de los Subsecretarios de
Hacienda y de Transportes y Movilidad Sostenible, únicamente podrán ser utilizados por el operador
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designado para la prestación del servicio postal universal. Estos signos de franqueo tienen carácter oficial y
constituyen el patrimonio filatélico del Estado.
3. Los operadores postales que presten servicios incluidos en el ámbito del servicio postal universal podrán
usar efectos o signos de franqueo que, no teniendo carácter oficial, acrediten su pago y habiliten para la
circulación de los envíos postales por su propia red postal. Estos medios de franqueo deberán contener
características o elementos diferenciadores que eviten la confusión con los signos de franqueo oficiales
utilizados por el operador designado. Los operadores postales que usen efectos o signos de franqueo
adoptarán las medidas necesarias para evitar que los envíos franqueados con dichos signos sean introducidos
en una red postal distinta de la suya y, de manera especial, en la red postal del operador designado, originando
costes innecesarios en la prestación del servicio postal universal.
4. Cuando en los buzones de admisión de un operador postal aparezcan envíos con signos de franqueo,
etiquetas o impresiones de otros operadores postales que presupongan el pago de dichos envíos, el operador
postal afectado les requerirá para que, en el plazo máximo de 3 días desde la notificación del requerimiento,
lleguen a un acuerdo sobre la compensación por los gastos de gestión y almacenaje generados, así como sobre
el tratamiento de estos envíos para su curso y entrega final al destinatario. En los supuestos en que no se llegue
a un acuerdo o cuando estos operadores no acudan al requerimiento del operador afectado en el plazo
máximo establecido, este operador estará obligado a cursar los envíos a destino, todo ello sin perjuicio del
derecho a reclamar los daños y perjuicios correspondientes. El curso de los envíos erróneamente depositados
en buzones de terceros, y no retirados por el operador que emite los signos de franqueo, etiquetas o
impresiones, no podrá suponer un sobrecoste o un pago adicional para el usuario que ya ha pagado el servicio.
En los supuestos en que se pueda identificar a los operadores responsables de depositar los envíos en los
buzones de admisión, el operador afectado dará cuenta inmediata a la Comisión Nacional de los Mercados y la
Competencia, para que proceda a la exigencia de la responsabilidad que corresponda y adopte las medidas
oportunas sobre el tratamiento de los envíos. El depósito masivo de envíos franqueados con signos de un
determinado operador postal en los buzones del operador designado será considerado, de conformidad con lo
establecido en el artículo 59 j) y 60 a) de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, como una violación de las
garantías concedidas al operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal. Los
operadores postales podrán acordar con sus clientes cualesquiera otras formas de pago, tales como el pago
diferido, el franqueo en destino, el prepago o cualquier otro medio admitido en Derecho.

Artículo 15. Envíos postales
1. Se entenderá por envío postal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.2 de la Ley 43/2010, de 30 de
diciembre, todo objeto destinado a ser expedido a la dirección indicada por el remitente sobre el objeto mismo
o sobre su envoltorio, una vez presentado en la forma definitiva en la cual debe ser recogido, transportado y
entregado.
2. En todo caso, se considerarán envíos postales aquellos indicados en el artículo 2.3 de la presente disposición
y definidos como tales en el artículo 3.2 de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre.

CAPÍTULO II Condiciones de admisión y entrega de envíos postales

Artículo 16. Admisión de envíos postales
Los operadores postales admitirán los envíos postales siempre que se presenten debidamente acondicionados
y se satisfaga el precio correspondiente, sin perjuicio de lo establecido respecto a los objetos prohibidos para
circular como envíos postales. Se entenderá que un envío está debidamente acondicionado cuando se presente
en la forma definitiva en la cual debe ser recogido, transportado y entregado, incluyendo la dirección a la que
debe ser expedido.

Artículo 17. Entrega de los envíos postales
Con carácter general los envíos postales se entregarán al destinatario o persona autorizada en la dirección que
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figure en la cubierta del envío postal. Se procurará la entrega de aquellos envíos postales cuya dirección, aun
siendo incompleta permita la identificación del destinatario, siempre y cuando los envíos cumplan los demás
requisitos establecidos en el presente reglamento.

Artículo 18. Personas autorizadas para recibir los envíos postales
Se entenderán autorizados por el destinatario para recibir los envíos postales, de no constar expresa
prohibición, cualquier persona que se encuentre en la dirección que figure en la cubierta del envío, haga
constar su identidad y se haga cargo de ellos. El destinatario o la persona autorizada que se haga cargo del
envío postal tendrá que identificarse ante el empleado del operador postal que efectúe la entrega, mediante la
exhibición de su documento nacional de identidad, pasaporte, permiso de conducción o tarjeta de residencia,
salvo notorio conocimiento del mismo por parte del empleado postal.

Artículo 19. Dirección de entrega de los envíos postales
La entrega se efectuará, con carácter general, en el domicilio del destinatario o en la dirección postal o punto
de entrega autorizado por éste, en los términos señalados en este reglamento. A estos efectos, se entiende por
domicilio el conjunto de datos geográficos que permitan identificar el lugar de entrega de los envíos. Lo
componen los siguientes elementos:
a) El número de casillero domiciliario postal a continuación de las letras «CD».
b) Tipo y denominación de la vía pública: nombre que identifique la calle, plaza, avenida, camino, carretera u
otros.
c) Número de la finca: el que haya sido asignado por el ayuntamiento de la localidad dentro de los existentes
en la vía pública.
d) Datos de la vivienda o local: los que identifican al inmueble de forma singularizada en la inscripción
existente en el Registro de la Propiedad.
e) Código postal: el asignado a cada dirección postal.
f) Localidad: nombre de la población. La entrega de envíos postales de carácter ordinario y no certificado se
podrá realizar en los casilleros domiciliarios instalados al efecto cuando sus dimensiones lo permitan, o en su
defecto, dejando en el buzón el correspondiente aviso de llegada para su recogida en oficina.

Artículo 20. Entrega de los envíos certificados
Los envíos certificados sólo podrán entregarse, previa firma, a los respectivos destinatarios o a otra persona
autorizada por los mismos. Si el destinatario de un envío certificado, o la persona autorizada, no pudieran o no
supieran firmar, lo hará en su lugar un testigo, debidamente identificado. En caso de no poder hallarse testigo
a estos efectos, el empleado del operador postal, tras identificar debidamente al destinatario o autorizado, hará
constar en la documentación de la entrega que el receptor acreditado de forma debida no sabe o no puede
firmar, según proceda. En todo caso, se deberá dejar constancia en la documentación del empleado del
operador postal de la firma del destinatario o persona autorizada, junto con su número de DNI o de otro
documento equivalente que acredite su identidad. Podrá utilizarse cualquier otro medio en el que quede
constancia de la identidad de la persona que recibe el envío.

Artículo 21. Entrega de los envíos en apartados postales
Los operadores postales podrán establecer apartados postales en sus oficinas o dependencias para la entrega
de los envíos postales, mediante su depósito en casilleros, como forma alternativa de entrega a las otras
previstas en este reglamento. Los usuarios podrán recibir sus envíos por este sistema cuando expresamente lo
soliciten y en las condiciones contractuales pactadas. El apartado de envíos postales se realizará en el interior
de las oficinas o dependencias cuando, por razones de volumen, densidad o naturaleza de los mismos no sea
aconsejable su inclusión en los casilleros. Los envíos apartados en el interior de las oficinas o dependencias
serán entregados al titular del apartado o persona autorizada expresamente.

Artículo 22. Entrega de los envíos en oficinas o dependencias postales
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Se entregarán en oficina, en dependencias propias o en las designadas por los operadores postales, los envíos
que, por ausencia, u otra causa justificada, no se hubieran podido entregar en la dirección postal indicada en
el envío o a persona autorizada, en cuyo caso, se procederá a dejar al destinatario un aviso de llegada en el
correspondiente casillero en el que deberá constar, además del remitente del envío, la dirección de la oficina o
de la dependencia propia o designada por los operadores postales, horario y el plazo de permanencia en la
misma para su retirada. Se entregarán también en oficina, en dependencias propias o en las designadas por
los operadores postales, en las condiciones contractuales pactadas, aquellos envíos dirigidos a las mismas. Los
envíos entregados en oficina, en dependencias propias o en las designadas por los operadores postales ya sean
los dirigidos expresamente a la misma o aquellos que no pudieron ser entregados en el domicilio del
destinatario o a la persona autorizada, podrán ser retirados por el destinatario de estos envíos o por la persona
expresamente autorizada previa firma y exhibición de la acreditación de su identidad mediante DNI o
documento equivalente. Se deberá dejar constancia en la documentación del operador postal de la firma y del
número del DNI o documento equivalente que acredite la identidad de la persona que recibe los envíos.

Artículo 23. Avisos de llegada
Cuando los envíos postales no puedan ser entregados en el domicilio se comunicará esta circunstancia al
destinatario mediante un aviso de llegada que se depositará en el casillero domiciliario en el momento del
intento de entrega fallida. En los avisos de llegada deberá constar, además del remitente del envío, la dirección
de la oficina, el horario y el plazo de permanencia en la misma para su retirada. El aviso de llegada en casillero
podrá ser sustituido, si así lo acuerdan las partes, por la comunicación al destinatario, por cualquier medio
electrónico pactado, de la puesta a disposición del envío.

Artículo 24. Objetos prohibidos para circular como envíos postales
1. Se considerarán objetos prohibidos para circular como envíos postales aquellos cuya circulación no se
permita por motivos de seguridad, de salud pública, de utilidad general y de protección de los servicios
postales. De conformidad con los criterios enunciados en el párrafo anterior, no pueden incluirse en ninguna
clase de envíos postales los objetos siguientes:

a) Los productos sometidos a régimen de reserva y no provistos de autorización especial para circular por
la red postal.
b) Los ingredientes farmacéuticos activos estupefacientes y psicotrópicos y los medicamentos sujetos a
prescripción, salvo si se envían con fines terapéuticos y acompañados de autorización oficial.
c) Los envíos cuya envoltura o cubierta contenga textos o imágenes que vulneren cualquiera de los
derechos fundamentales de la persona.
d) Los envíos de armas, conforme a lo establecido en el Real Decreto 137/1993, de 29 de enero, por el que se
aprueba el Reglamento de Armas.
e) Las materias infecciosas, explosivas, inflamables y otras peligrosas, salvo las radiactivas depositadas por
expedidores debidamente autorizados y las infecciosas intercambiadas entre expedidores oficialmente
reconocidos. A estos efectos, se considerarán materias o sustancias radiactivas las que sobrepasen los
límites establecidos en la legislación sobre energía nuclear y sobre transporte de mercancías peligrosas, y
será preceptivo que, en su traslado y embalaje, se cumplan las disposiciones de la Ley 25/1964, de 29 de
abril, sobre energía nuclear, del Real Decreto 1029/2022, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el
Reglamento sobre protección de la salud contra el riesgo de la exposición a las radiaciones ionizantes, de
las normas reguladoras del transporte de mercancías peligrosas y demás normas específicas que resulten
aplicables. Se considerarán materias infecciosas las definidas como tales conforme al artículo 3 del Real
Decreto 65/2006, de 30 de enero, por el que se establecen los requisitos para la importación y exportación
de muestras biológicas.
f) Los animales vivos, salvo que estén provistos de una autorización especial o se intercambien entre
instituciones oficialmente reconocidas.
g) Los objetos cuyo tráfico sea constitutivo de delito.
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h) Los objetos cuya naturaleza o embalaje puedan constituir un peligro para los empleados de los
operadores postales que los manipulan o el público en general, o que puedan manchar o deteriorar otros
envíos, el equipo postal o los bienes de terceros.
i) Los objetos cuya importación o circulación esté prohibida en el país de destino.
j) Las monedas, billetes de banco, cheques de viaje y cualesquiera otros valores al portador, salvo que
circulen asegurados o como envíos con valor declarado y conforme a su normativa aplicable.
k) Los objetos cuya circulación esté prohibida en España, con arreglo a la normativa en vigor.
l) Los que se determinen en convenios internacionales en los que el Reino de España sea parte signataria.

2. Las autorizaciones a que se refieren los apartados a) y b), para que puedan ser admitidos a la circulación por
la red postal habrán de ser expedidas por la entidad que ostente el derecho exclusivo de distribución en el
primer caso, y en el segundo por una autoridad sanitaria oficial conforme al Real Decreto Legislativo 1/2015,
de 24 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de garantía y uso racional de los
medicamentos y productos sanitarios. Las autorizaciones requeridas en el caso de los apartados e) y f)
deberán ser expedidas por las autoridades competentes y se presentarán por duplicado en la oficina de
depósito del operador postal. Asimismo, son objetos prohibidos los sometidos a medidas restrictivas a la
exportación, con arreglo al Reglamento (UE) n.º 833/2014 del Consejo, de 31 de julio de 2014, relativo a medidas
restrictivas motivadas por acciones de Rusia que desestabilizan la situación en Ucrania.

Artículo 25. Casilleros domiciliarios
1. Los casilleros domiciliarios de los usuarios destinados a recibir los envíos postales deberán reunir las
características necesarias que garanticen la propiedad, el secreto y la inviolabilidad de los envíos postales, y
deberán ajustarse a las características normalizadas que establezca en cada momento las normas técnicas
aplicables al sector postal.
2. En aquellos inmuebles sujetos al régimen de propiedad horizontal, el número de casilleros será, al menos,
igual al número de locales y viviendas susceptibles de aprovechamiento independiente, con otro más
debidamente señalizado para la devolución de envíos. Los casilleros domiciliarios deberán estar ordenados, a
partir del casillero de devoluciones, debiendo situarse correlativamente de izquierda a derecha y de arriba
abajo, siguiendo el orden de los pisos y puertas. Estos datos se indicarán obligatoriamente en el casillero,
pudiendo también figurar los nombres y apellidos de los residentes en la vivienda o la denominación social, en
caso de ser una persona jurídica el titular del local o vivienda. El bloque o bloques de casilleros domiciliarios
se instalarán en un lugar de fácil acceso que esté bien iluminado y que tenga suficientes garantías de
protección contra manipulaciones ilícitas, debiendo empotrarse o fijarse en la pared de modo que no puedan
ser trasladados de lugar y estén colocados a una altura que permita su cómoda utilización.
3. En los inmuebles que sean viviendas unifamiliares o locales comerciales o industriales independientes, el
casillero estará situado cerca de la primera puerta de entrada a la finca o sobre ella, de forma que permita el
depósito de los envíos desde el vial público. Además, deberán figurar en el mismo los datos identificativos de la
dirección postal. En el caso de que no se cumplan estas condiciones el operador postal comunicará de forma
fehaciente esta circunstancia en la vivienda unifamiliar o local afectado para que se tomen las medidas
oportunas para la instalación de estos casilleros, advirtiéndoles que, mientras tanto, la entrega de los envíos
dirigidos a su domicilio se realizará en la oficina que corresponda.

Artículo 26. Gestión de casilleros domiciliarios por los operadores postales
1. Cualquier operador postal que tuviera conocimiento de la existencia de inmuebles que no dispusiesen de
casilleros domiciliarios o que no estuviesen debidamente acondicionados comunicará de forma fehaciente
esta circunstancia a los vecinos o a los representantes de éstos, a fin de que tomen las medidas oportunas para
su adecuada instalación, advirtiéndoles que, mientras tanto, la entrega de los envíos dirigidos a sus vecinos se
realizará en la oficina que corresponda.
2. La gestión del casillero de devoluciones corresponderá al operador designado para la prestación del servicio
postal universal quien tendrá la responsabilidad de dar el tratamiento adecuado a los envíos postales
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depositados en el mismo. Cuando en dicho casillero se encuentren envíos distribuidos por otros operadores el
operador designado podrá optar entre devolverlos al remitente con el tratamiento de envíos sin franqueo o
establecer acuerdos con los demás operadores para completar el proceso postal de estos envíos, recibiendo la
contraprestación correspondiente.

Artículo 27. Casilleros concentrados pluridomiciliarios
1. Los casilleros concentrados pluridomiciliarios que se instalen en los entornos especiales deberán reunir las
características necesarias para garantizar la propiedad, el secreto y la inviolabilidad de los envíos postales. Los
bloques o baterías de casilleros se instalarán en zonas de fácil acceso, tanto para los empleados postales como
para los residentes del entorno, preferentemente a la entrada o en cualquier otro punto o puntos intermedios
de aproximación entre las viviendas o locales de la zona. Deberán estar empotrados o fijados de forma que no
puedan ser trasladados de lugar y con las suficientes garantías contra manipulaciones ilícitas.
2. Los casilleros de cada bloque o batería deberán estar ordenados preferentemente por calles y números o,
cuando las especiales circunstancias del entorno lo aconsejen, de la forma que mejor proceda para conseguir
la máxima eficiencia en la distribución de los envíos, reservándose en todo caso el casillero situado en la parte
superior izquierda del bloque o batería para las devoluciones. En cada casillero deberán consignarse los datos
necesarios que identifiquen la dirección postal, en especial el número de casillero, pudiendo también figurar
los nombres y apellidos o la denominación social, así como aquellos otros datos identificativos
complementarios que faciliten la distribución de los envíos.
3. La gestión del casillero de devoluciones y el tratamiento de los envíos depositados en el mismo se efectuará
de acuerdo con lo establecido para los casilleros domiciliarios.

Artículo 28.
Admisión de solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las
administraciones públicas a través del operador designado para prestar el servicio postal universal.
1. Las solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las
administraciones públicas, a través del operador al que se le ha encomendado la prestación del servicio postal
universal, se presentarán de forma individualizada en sobre abierto, con objeto de que en la cabecera de la
primera hoja del documento que se quiera enviar, se haga constar, con claridad, el nombre de la oficina y la
fecha, el lugar, la hora y minuto de su admisión. Estas circunstancias deberán figurar en el resguardo
justificativo de su admisión. El remitente también podrá exigir que se hagan constar las circunstancias del
envío, previa comparación de su identidad con el original, en la primera página de la copia que se aporte del
documento principal que se quiera enviar, que acreditará la presentación de aquél ante el órgano
administrativo competente.
2. Los envíos aceptados por el operador designado, siguiendo las formalidades previstas en este artículo, se
considerarán debidamente presentados, a los efectos previstos en el artículo 16.4.b) de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y en su normativa de
desarrollo.

Artículo 29.
Admisión de solicitudes, escritos y comunicaciones que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de las
administraciones públicas a través de operadores postales distintos al operador designado para prestar el
servicio postal universal. Los operadores postales distintos al operador designado podrán admitir solicitudes,
escritos y comunicaciones dirigidas a las administraciones públicas con las condiciones y requisitos que
establezca la normativa específica, de acuerdo con lo previsto en el artículo 16.4.e) de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre.

Artículo 30. Entrega de notificaciones administrativas o judiciales
Los requisitos de la entrega de notificaciones, en cuanto a plazo y forma, deberán adaptarse a las exigencias de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así
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como a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la normativa procesal de aplicación por
Juzgados y Tribunales.

Artículo 31. Entrega de envíos postales en entornos especiales
1. En los entornos especiales a los que se refiere este artículo, la entrega de los envíos postales ordinarios,
siempre que no incluyan los servicios accesorios de certificado y valor declarado, se realizarán en
instalaciones apropiadas, a través de casilleros concentrados pluridomiciliarios o buzones individuales no
domiciliarios:

a) Cuando se trate de viviendas aisladas o situadas en entornos diseminados y que disten más de 250 metros
de la vía pública habitualmente utilizada por los servicios públicos colectivos, el reparto se realizará
mediante buzones individuales o agrupados ubicados al paso o en un punto de aproximación entre las
viviendas y la vía de circulación. A estos efectos se considerarán diseminadas las edificaciones o viviendas
de una entidad singular de población que, de acuerdo con la clasificación prevista por el Instituto Nacional
de Estadística, no pueden ser incluidas en el concepto de núcleo de población. El cómputo de la distancia
deberá realizarse desde el punto del vial público donde alcancen los servicios públicos colectivos, de
carácter regular y permanente, tales como recogida de basuras, transporte escolar o autobús y, en todo
caso, el vial habrá de estar en condiciones de ser transitable sin poner en peligro la seguridad de los
empleados postales.
b) En entornos de gran desarrollo de construcción y mínima densidad de población, entendiendo por tal
los desarrollos de construcción horizontal, que sean viviendas individuales o agrupadas, naves industriales
o cualquier otro tipo de edificación individualizada, el reparto se efectuará a través de casilleros
concentrados pluridomiciliarios cuando concurran, al menos, dos de las siguientes condiciones:

1.º Que el número de habitantes censados sea igual o inferior a 25 por hectárea, considerando a estos
efectos la superficie urbana.
2.º Que el número de viviendas o locales sea igual o inferior a 10 por hectárea, considerando a estos
efectos la superficie urbana.
3.º Que el volumen de envíos ordinarios en el entorno no exceda de 5 envíos semanales, de media por
domicilio y en cómputo anual. En todo caso el entorno habrá de estar singularizado y disponer de un
código INE independiente y específico o, en su defecto, de una denominación oficial propia y una
delimitación reconocida que lo individualicen. Estos supuestos serán valorados a través de los datos que
consten en los informes o certificaciones emitidos por el ayuntamiento correspondiente. En el caso de
que el ayuntamiento afectado no aporte la información solicitada, podrán recabarse los datos a través de
otras fuentes de carácter oficial como el Instituto Nacional de Estadística o el Catastro, o a través de los
servicios de Inspección postal. En caso de entornos de nueva construcción donde no sea posible
determinar algunas de las condiciones anteriores, se adoptará, de forma provisional y por un plazo
máximo de dos años, el sistema de reparto que previsiblemente pudiera corresponderle por analogía
con entornos similares de la zona.

c) Además de los supuestos anteriores el reparto de los envíos postales ordinarios a los que se refiere este
artículo se realizará mediante casilleros concentrados pluridomiciliarios en los siguientes entornos
especiales:

1.º Mercados, centros comerciales y de servicios, entendiendo por éstos aquellos entornos
caracterizados por una concentración de establecimientos independientes de carácter comercial o de
servicios.
2.º Conjunto residencial de inmuebles que sean viviendas unifamiliares con un único número de policía
y sin identificación oficial individualizada de cada una de las viviendas, o áreas industriales cuyas naves
tengan, asimismo, un único número de policía y sin identificación oficial de cada una de ellas.

2. En cualquier caso, la distribución y entrega de los envíos postales en los entornos especiales a través de
instalaciones apropiadas requerirá la previa autorización de la Comisión Nacional de los Mercados y la
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Competencia.
3. Asimismo, la entrega de envíos postales ordinarios a través de buzones individuales no domiciliarios y
casilleros concentrados pluridomiciliarios podrá realizarse cuando se acuerde, de forma expresa y fehaciente,
con los destinatarios de los envíos postales o sus representantes.
4. Si algún entorno no dispusiese de las instalaciones apropiadas para la entrega de los envíos postales o éstas
no se encontrasen en condiciones de uso adecuadas los operadores postales facilitarán la entrega de los envíos
postales en sus puntos de atención más próximos, previa comunicación escrita a los destinatarios de dicha
circunstancia y del horario y el plazo en el que podrán ser retirados.
5. Cuando en un determinado entorno dejen de concurrir las circunstancias que permitieron autorizar la
excepcionalidad en la entrega a que se refiere este artículo la Comisión Nacional de los Mercados y la
Competencia revocará, mediante resolución razonada, la autorización para efectuar la entrega de envíos
postales a través de las instalaciones apropiadas correspondientes. En tal caso, en el plazo que se estime en la
resolución de revocación, la entrega en dicho entorno deberá hacerse conforme a las condiciones generales
que se establecen en este reglamento.
6. El operador designado por el Estado para prestar el servicio postal universal deberá remitir trimestralmente
a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, la relación actualizada de entornos donde se ha
implantado casilleros concentrados pluridomiciliarios o buzones individuales no domiciliarios.
7. A los efectos de aplicación del presente artículo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Ley
43/2010, de 30 de diciembre, las zonas con muy baja densidad de población no incluirán a las zonas rurales.

Artículo 32. Otras condiciones especiales de entrega de envíos postales
La entrega de los envíos postales podrá efectuarse a persona distinta del destinatario en las siguientes
circunstancias y condiciones:
a) Los envíos postales dirigidos a personas fallecidas, con carácter general, serán entregados a sus herederos o
a aquellos que tengan la administración de la herencia, justificada su cualidad de tales. En el caso de envíos
que tengan naturaleza de carta o tarjeta postal, por su carácter actual y personal, su entrega a los herederos o a
aquellos que tengan la administración de la herencia requerirá que previamente se recabe autorización
expresa del remitente de estos envíos; en caso contrario serán devueltos a sus remitentes.
b) Los envíos postales dirigidos a personas en situación de concurso de acreedores se entregarán, en las
condiciones normativamente establecidas, al administrador concursal o a las personas designadas al efecto
por la autoridad competente.
c) Los envíos postales dirigidos a unidades militares y recintos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado o entidades análogas se entregarán, salvo que medie oposición expresa de los destinatarios de los
envíos, a las personas autorizadas formalmente para hacerse cargo de ellos bajo la responsabilidad de quienes
las hubieran autorizado. En el caso de los centros penitenciarios, se aplicará la normativa específica que los
regula.
d) Los envíos postales ordinarios dirigidos a clientes o residentes de hoteles, hospitales, pensiones, colegios y
otros establecimientos análogos podrán entregarse, salvo que medie oposición expresa de los destinatarios de
las mismas, a la persona autorizada en ellos para su recepción. Los envíos postales certificados dirigidos a los
clientes o residentes de los establecimientos mencionados podrán, si consta autorización expresa del
destinatario de los mismos, ser entregados a la misma persona autorizada para la recepción de los envíos
postales ordinarios en los respectivos establecimientos.
e) Los envíos postales ordinarios no certificados podrán entregarse a los porteros, encargados o gerentes de
los respectivos complejos o de los edificios siempre que no se manifieste oposición expresa de los destinatarios
de los mismos. En el caso de que se trate de envíos postales certificados, deberá mediar autorización expresa
de los destinatarios para que puedan ser entregados por los empleados de los operadores postales a las
personas anteriormente mencionadas.

CAPÍTULO III Tratamiento de los envíos rehusados por el destinatario y de los envíos con imposi
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Artículo 33. Envíos rehusados
1. El destinatario o la persona autorizada podrán rehusar el envío postal en el momento de la entrega y antes
de abrirlo. Se exceptúan aquellos envíos en que el remitente así lo autorice de forma expresa en la cubierta de
los mismos, en la forma que tenga establecida el operador postal correspondiente.
2. Se podrá rehusar por el destinatario o persona autorizada los envíos de paquetes postales después de
examinarlo interiormente, siempre en el momento de la entrega y en presencia del empleado postal, en
aquellos supuestos en que existan indicios apreciables en el exterior de que el contenido pudiera estar dañado.

Artículo 34. Imposibilidad de entrega
1. Cuando la entrega de los envíos postales no pueda realizarse a su destinatario o persona autorizada, por ser
desconocido, por haber fallecido sin dejar herederos conocidos, por haberse ausentado sin dejar señas, por
haber sido rehusado, por no haberse retirado el envío en los plazos establecidos o por cualquier otra causa por
la que resulte imposible su entrega, el operador postal podrá optar entre devolver el envío al remitente,
cuando conste la dirección de este, o comunicarle, por cualquier medio reconocido en Derecho, incluidos los
medios electrónicos, la circunstancia que impida la entrega, disponiendo para ello de un plazo máximo de
cinco días desde la fecha en que dicha circunstancia se produce.
2. En el supuesto de que el operador postal opte por comunicar la imposibilidad de la entrega del envío, el
remitente dispondrá de un plazo de quince días para su recuperación o para la modificación de la dirección
postal abonando, en este último caso, los gastos ocasionados. Transcurrido este plazo, sin que el remitente
haya ejercido su derecho, el envío se considerará abandonado.
3. Los operadores postales consignarán en el reverso de los envíos, cualquiera que sea su clase o modalidad, la
causa de la imposibilidad de la entrega. La modificación de la dirección postal o devolución de envíos postales
que se efectúen por error imputable a los operadores postales serán gratuitas.

Artículo 35. Depósito y tratamiento de los envíos postales abandonados
1. Los operadores postales mantendrán en depósito aquellos envíos postales que, por las causas previstas en el
artículo anterior, hayan sido considerados como abandonados. Con carácter general, estos envíos postales
permanecerán en depósito durante un plazo de tres meses a contar desde que hayan sido considerados
abandonados, pudiendo el remitente, el destinatario o aquellos que se subroguen en sus derechos, recuperar
dichos envíos, previa comprobación de su identidad y abono de los derechos de almacenaje que en su caso
correspondan. Transcurrido este plazo estos envíos se considerarán caducados.
2. Para los envíos postales abandonados, podrán aplicarse medidas de inspección tales como escáneres u otras
técnicas similares que, sin menoscabo del deber de garantizar el secreto de las comunicaciones postales,
permitan reconocer contenidos cuya naturaleza requiera un tratamiento específico. Los envíos postales
abandonados sin valor declarado y que hayan caducado serán destruidos garantizando, en todo caso, el secreto
de las comunicaciones y previa comunicación a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, que
podrá supervisar el proceso. Los envíos postales abandonados con valor declarado permanecerán en depósito
durante tres años a disposición de las personas que se consideren con derecho a ellos, considerándose
caducados una vez transcurrido este plazo. Los objetos de valor contenidos en los envíos postales caducados
mencionados en los párrafos anteriores de este apartado podrán ser donados o proceder a cualquier otra
forma de enajenación. Su producto se destinará a cubrir los gastos derivados del depósito de dichos envíos. En
todo caso, se garantizará el secreto de las comunicaciones.
3. El abandono del envío por parte de quien tuviera el poder de disposición sobre el mismo exime de
responsabilidad al operador postal; quien, tanto en el caso de cualquier forma de enajenación como en el de
destrucción del envío, quedará libre de cualquier reclamación formulada por terceros que sostengan algún
derecho sobre el mismo.
4. La destrucción de cualquier envío postal que contenga mercancías, con o sin valor declarado, así como el
depósito de mercancías con valor declarado, cuando provengan de un país tercero, se realizará de acuerdo con
lo establecido en la legislación aduanera. A estos efectos se considera mercancía el envío postal constituido
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por cualquier objeto tangible y movible, sin ser un efecto monetario, que no se ajuste a la definición de
documento.
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Tema 9

Apertura y cierre de edificios o locales. Puesta en marcha y parada de 
instalaciones. El control de accesos.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.
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Tema 10

Manejo y mantenimiento básico de fotocopiadoras, escáneres, 
plastificadoras, destructoras de papel y otras máquinas de oficina.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

Temario en formato ley · Personal de Servicios Auxiliares · Gobierno de Aragón 59

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 11

Almacenamiento y traslado de materiales y enseres. Traslado de 
cargas.

RD 487/1997 manipulación manual de cargas
RD-487-1997 · BOE-A-1997-8670 · arts. 1 a 4 — 4 incluidos

Artículo 1. Objeto
1. El presente Real Decreto establece las disposiciones mínimas de seguridad y de salud relativas a la
manipulación manual de cargas que entrañe riesgos, en particular dorsolumbares, para los trabajadores.
2. Las disposiciones de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se aplicarán
plenamente al conjunto del ámbito contemplado en el apartado anterior.

Artículo 2. Definición
A efectos de este Real Decreto se entenderá por manipulación manual de cargas cualquier operación de
transporte o sujeción de una carga por parte de uno o varios trabajadores, como el levantamiento, la
colocación, el empuje, la tracción o el desplazamiento, que por sus características o condiciones ergonómicas
inadecuadas entrañe riesgos, en particular dorsolumbares, para los trabajadores.

Artículo 3. Obligaciones generales del empresario
1. El empresario deberá adoptar las medidas técnicas u organizativas necesarias para evitar la manipulación
manual de las cargas, en especial mediante la utilización de equipos para el manejo mecánico de las mismas,
sea de forma automática o controlada por el trabajador.
2. Cuando no pueda evitarse la necesidad de manipulación manual de las cargas, el empresario tomará las
medidas de organización adecuadas, utilizará los medios apropiados o proporcionará a los trabajadores tales
medios para reducir el riesgo que entrañe dicha manipulación. A tal fin, deberá evaluar los riesgos tomando
en consideración los factores indicados en el anexo del presente Real Decreto y sus posibles efectos
combinados.

Artículo 4. Obligaciones en materia de formación e información
De conformidad con los artículos 18 y 19 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, el empresario deberá
garantizar que los trabajadores y los representantes de los trabajadores reciban una formación e información
adecuadas sobre los riesgos derivados de la manipulación manual de cargas, así como sobre las medidas de
prevención y protección que hayan de adoptarse en aplicación del presente Real Decreto. En particular,
proporcionará a los trabajadores una formación e información adecuada sobre la forma correcta de manipular
las cargas y sobre los riesgos que corren de no hacerlo de dicha forma, teniendo en cuenta los factores de
riesgo que figuran en el anexo de este Real Decreto. La información suministrada deberá incluir indicaciones
generales y las precisiones que sean posibles sobre el peso de las cargas y, cuando el contenido de un embalaje
esté descentrado, sobre su centro de gravedad o lado más pesado.
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Tema 12

Organismos e Instituciones Oficiales en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. Entidades relevantes.

Estatuto de Autonomía de Aragón LO 5/2007
EA-ARA · BOE-A-2007-8444 · arts. 33 a 45 · arts. 46 a 52 · arts. 53 a 58 · arts. 59 a 60 · arts. 61 a 62 — 30 incluidos

TÍTULO II Organización institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón

CAPÍTULO I Las Cortes de Aragón

Artículo 33. Disposiciones generales
1. Las Cortes de Aragón representan al pueblo aragonés, ejercen la potestad legislativa, aprueban los
presupuestos de la Comunidad Autónoma, impulsan y controlan la acción del Gobierno de Aragón, y ejercen
las demás competencias que les confieren la Constitución, este Estatuto y el resto de normas del ordenamiento
jurídico.
2. Las Cortes de Aragón son inviolables.

Artículo 34. Autonomía parlamentaria
Las Cortes establecen su propio reglamento, aprueban sus presupuestos y regulan el estatuto de sus
funcionarios y personal. El reglamento se aprueba por mayoría absoluta de sus miembros.

Artículo 35. Sede
La sede permanente de las Cortes de Aragón es la ciudad de Zaragoza, en el Palacio de la Aljafería, sin
perjuicio de que se puedan celebrar sesiones en otros lugares dentro del territorio de Aragón.

Artículo 36. Composición
1. Las Cortes de Aragón, según se establezca en la ley electoral, estarán integradas por un número de escaños
comprendido entre sesenta y cinco y ochenta.
2. Cada provincia estará representada, en todo caso, por un mínimo de 14 escaños.
3. Corresponderá a cada circunscripción electoral un número de escaños tal que la cifra de habitantes
necesarios para asignar uno a la circunscripción más poblada no supere 3 veces la correspondiente a la menos
poblada. La aplicación de esta regla en ningún caso podrá alterar el número mínimo de escaños por provincia
establecido en el apartado anterior.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 15/2022, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22677#au

Artículo 37. Régimen electoral
1. Las Cortes de Aragón tendrán carácter unicameral y estarán constituidas por Diputados y Diputadas
elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto.
2. Las Cortes de Aragón serán elegidas por un período de cuatro años.
3. La elección se verificará atendiendo a criterios de representación proporcional, que asegure, además, la
representación de las diversas zonas del territorio.
4. La circunscripción electoral será la provincia.
5. Serán elegibles a Cortes de Aragón los ciudadanos y ciudadanas que, teniendo la condición política de
aragoneses, y de acuerdo con lo previsto en la ley electoral, estén en el pleno uso de sus derechos políticos.
6. La ley electoral, aprobada en las Cortes de Aragón por mayoría absoluta, determinará las causas de
inelegibilidad e incompatibilidad de los diputados.
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Artículo 38. Estatuto de los diputados
1. Los Diputados y Diputadas a Cortes de Aragón no estarán vinculados por mandato imperativo y serán
inviolables, aun después de haber cesado en su mandato, por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio
de su cargo.
2. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos sino en caso de flagrante delito.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 15/2022, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22677#au

Artículo 39. Organización
1. Las Cortes de Aragón elegirán, de entre sus miembros, a un Presidente, una Mesa y una Diputación
Permanente.
2. Las Cortes funcionarán en Pleno y en Comisiones.
3. Las Comisiones serán permanentes y, en su caso, especiales o de investigación. Las Comisiones
permanentes tendrán como función fundamental, entre otras, dictaminar los proyectos y proposiciones de ley,
para su posterior debate y aprobación en el Pleno.
4. Durante el tiempo en que las Cortes de Aragón no estén reunidas, hubiese expirado su mandato o hubiesen
sido disueltas, se constituirá una Diputación Permanente, cuya composición, elección de sus miembros,
procedimientos de actuación y funciones regula el Reglamento de las Cortes.
5. Los Diputados y Diputadas de las Cortes de Aragón se constituirán en grupos parlamentarios, cuyas
condiciones de formación, organización y funciones regula el Reglamento de la Cámara. Dichos grupos
parlamentarios participarán en la Diputación Permanente y Comisiones, en proporción a su importancia
numérica.

Artículo 40. Funcionamiento
1. Las Cortes de Aragón se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias.
2. Los períodos ordinarios de sesiones tendrán lugar entre septiembre y diciembre, el primero, y entre febrero
y junio, el segundo.
3. Las sesiones extraordinarias serán convocadas por el Presidente de las Cortes de Aragón, con
especificación, en todo caso, del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de una quinta parte de
los diputados o del número de grupos parlamentarios que el Reglamento de las Cortes determine, así como a
petición del Gobierno de Aragón.

Artículo 41. Funciones
Corresponde a las Cortes de Aragón:
a) La elección, de entre sus miembros, del Presidente de Aragón.
b) La elección, nombramiento y cese del Justicia de Aragón, conforme a lo establecido en la ley que lo regule.
c) La designación de los Senadores a que se refiere el artículo 69.5 de la Constitución. Esta designación deberá
hacerse en proporción al número de diputados de cada grupo parlamentario, en los términos que establezca
una ley de Cortes de Aragón.
d) El ejercicio de la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.2 de la Constitución.
e) El ejercicio de la iniciativa de reforma de la Constitución.
f) La fijación de las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con el artículo 131.2 de
la Constitución, haya de suministrar la Comunidad Autónoma de Aragón al Gobierno de España, para la
elaboración de los proyectos de planificación.
g) La ratificación de los acuerdos de cooperación a que hace referencia el artículo 145.2 de la Constitución y el
conocimiento de los convenios de gestión y prestación de servicios en los términos previstos en el artículo 91.2
del presente Estatuto.
h) La aprobación del programa del Gobierno de Aragón.
i) El examen y la aprobación de sus cuentas y de las cuentas de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio del
control que corresponda a la Cámara de Cuentas de Aragón o, en su caso, al Tribunal de Cuentas.
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j) La interposición del recurso de inconstitucionalidad y la personación ante el Tribunal Constitucional en los
conflictos de competencias.
k) La aprobación de los planes generales relativos al desarrollo económico de la Comunidad Autónoma de
Aragón, dentro de los objetivos marcados por la política económica general.
l) La recepción de la información que proporcionará el Gobierno de España sobre tratados internacionales y
proyectos de legislación aduanera, en cuanto se refieran a materias de particular interés para Aragón.
m) El ejercicio de la potestad tributaria y la autorización del recurso al crédito.
n) El control de los medios de comunicación social cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma. ñ)
El control del uso de la delegación legislativa a que hace referencia el artículo 43, sin perjuicio del control por
los tribunales.
o) La convalidación de los Decretos-leyes a que hace referencia el artículo 44.
p) Cualesquiera otras que le atribuyan la Constitución, el presente Estatuto o el resto del ordenamiento
jurídico.

Artículo 42. Potestad legislativa
1. Las Cortes de Aragón ejercen la potestad legislativa.
2. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros de las Cortes de Aragón y al Gobierno de Aragón, en los
términos que establezcan la ley y el Reglamento de las Cortes. Por ley de Cortes de Aragón se regulará la
iniciativa legislativa popular.

Artículo 43. Delegación legislativa
1. Las Cortes de Aragón pueden delegar en el Gobierno de Aragón la potestad de dictar normas con rango de
ley. No cabrá la delegación para la aprobación del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, la regulación
esencial de los derechos reconocidos por el Estatuto, el desarrollo básico de sus Instituciones o el régimen
electoral.
2. Las disposiciones del Gobierno que contienen legislación delegada se denominan Decretos Legislativos.
3. La delegación debe ser expresa, mediante ley, para una materia concreta y con la determinación de un plazo
cierto para ejercerla. La delegación se agota por transcurso del plazo o por aprobación del decreto legislativo
correspondiente. No puede hacerse uso de la delegación cuando el Gobierno se encuentra en funciones por
disolución de las Cortes.
4. Cuando se trate de autorizar al Gobierno de Aragón para formular un nuevo texto articulado, las leyes de
delegación fijarán con precisión las bases y criterios a las que debe ajustarse el Gobierno en el ejercicio de la
delegación legislativa. Cuando se trate de autorizar al Gobierno para refundir textos legales, la ley habilitante
determinará el alcance y los criterios de la refundición.
5. El control parlamentario de la legislación delegada se regulará por el Reglamento de las Cortes de Aragón y,
en su caso, por la misma ley de delegación.

Artículo 44. Decretos-leyes
1. En caso de necesidad urgente y extraordinaria, el Gobierno de Aragón puede dictar disposiciones
legislativas provisionales bajo la forma de Decreto-ley. No pueden ser objeto de Decreto-ley el desarrollo de los
derechos, deberes y libertades de los aragoneses y de las instituciones reguladas en el título II, el régimen
electoral, los tributos y el Presupuesto de la Comunidad Autónoma.
2. Los Decretos-leyes quedarán derogados si en el plazo improrrogable de los treinta días siguientes al de su
publicación no fuesen convalidados expresamente por las Cortes de Aragón después de un debate y una
votación de totalidad.
3. Sin perjuicio de su convalidación, las Cortes de Aragón pueden tramitar los Decretos-leyes como proyectos
de ley adoptando el acuerdo correspondiente dentro del plazo establecido por el apartado anterior.

Artículo 45. Promulgación y publicación de las leyes
Las leyes aragonesas serán promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente, que ordenará su publicación
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en el «Boletín Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», en un plazo no superior a quince días
desde su aprobación. A efectos de su vigencia, regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».

CAPÍTULO II El Presidente

Artículo 46. Disposiciones generales
1. El Presidente de Aragón es elegido por las Cortes de Aragón, de entre sus Diputados y Diputadas, y
nombrado por el Rey.
2. El Presidente ostenta la suprema representación de Aragón y la ordinaria del Estado en este territorio.
Preside el Gobierno de Aragón y dirige y coordina su acción.
3. El Presidente responde políticamente ante las Cortes de Aragón.

Artículo 47. Estatuto personal
El Presidente de Aragón no podrá ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

Artículo 48. Investidura
1. El Presidente de las Cortes de Aragón, previa consulta con las fuerzas políticas representadas
parlamentariamente, y oída la Mesa, propondrá un candidato a Presidente del Gobierno de Aragón.
2. El candidato presentará su programa a las Cortes. Para ser elegido, el candidato deberá, en primera
votación, obtener mayoría absoluta; de no obtenerla, se procederá a una nueva votación veinticuatro horas
después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviera mayoría simple. Caso de no conseguir
dicha mayoría, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente, debiendo mediar entre
cada una de ellas un plazo no superior a diez días.
3. Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de las Cortes de Aragón ningún candidato
hubiere sido investido, las Cortes electas quedarán disueltas, procediéndose a la convocatoria de nuevas
elecciones.

Artículo 49. Cuestión de confianza
1. El Presidente del Gobierno de Aragón, previa deliberación de éste, puede plantear ante las Cortes de Aragón
la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general.
2. La confianza se entenderá otorgada cuando el Presidente obtenga la mayoría simple de los votos emitidos.
3. El Presidente, junto con su Gobierno, cesará si las Cortes de Aragón le niegan la confianza. Deberá,
entonces, procederse a la elección de un nuevo Presidente.

Artículo 50. Moción de censura
1. Las Cortes de Aragón podrán exigir la responsabilidad política del Presidente y del Gobierno de Aragón,
mediante la adopción, por mayoría absoluta, de una moción de censura.
2. La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por un quince por ciento de los Diputados y
Diputadas, y deberá incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno de Aragón.
3. El Reglamento de las Cortes de Aragón regula su procedimiento.
4. Si las Cortes de Aragón aprueban una moción de censura, cesarán el Presidente y, con él, su Gobierno. El
candidato a la Presidencia se entenderá investido del cargo y el Presidente de las Cortes lo comunicará al Rey
para su nombramiento.
5. Si la moción de censura no es aprobada por las Cortes, sus signatarios no podrán suscribir otra hasta
transcurrido un año desde la fecha de la votación.

Artículo 51. Cese
El Presidente cesa por la celebración de elecciones a Cortes de Aragón, por la aprobación de una moción de
censura, por la pérdida de una cuestión de confianza, por dimisión, por incapacidad permanente que le
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imposibilite para el ejercicio de su cargo reconocida por las Cortes de Aragón por mayoría absoluta, por
sentencia firme que le inhabilite para el ejercicio de su cargo, por pérdida de la condición de diputado o
diputada a Cortes de Aragón o por incompatibilidad no subsanada.

Artículo 52. Disolución de las Cortes de Aragón
1. El Presidente, previa deliberación del Gobierno de Aragón y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá
acordar la disolución de las Cortes de Aragón con anticipación al término natural de la legislatura.
2. La disolución se acordará por decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, conteniéndose en el
mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
3. Las Cortes de Aragón no podrán ser disueltas cuando esté en trámite una moción de censura.
4. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 48, apartado 3.

CAPÍTULO III El Gobierno de Aragón o la Diputación General de Aragón

Artículo 53. Disposiciones generales
1. El Gobierno de Aragón ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria.
2. El Gobierno de Aragón estará constituido por el Presidente, los Vicepresidentes, en su caso, y los
Consejeros, a los que el Presidente nombra y separa libremente.
3. El Gobierno de Aragón responde políticamente ante las Cortes de Aragón de forma solidaria, sin perjuicio de
la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

Artículo 54. Sede
1. La sede del Gobierno de Aragón es la ciudad de Zaragoza, sin perjuicio de que se puedan celebrar reuniones
en otros lugares dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.
2. Por ley de Cortes de Aragón podrá modificarse la sede del Gobierno de Aragón.

Artículo 55. Estatuto personal de los miembros del Gobierno de Aragón
1. El Presidente o la Presidenta y las demás personas miembros del Gobierno de Aragón, durante su mandato,
no podrán ser detenidas ni retenidas sino en supuesto de flagrante delito.
2. Una ley de Cortes de Aragón determinará el Estatuto, las atribuciones y las incompatibilidades de las
personas miembros del Gobierno de Aragón.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 15/2022, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22677#au

Artículo 56. Cese
1. El Gobierno de Aragón cesa cuando lo hace su Presidente.
2. El Gobierno de Aragón cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo.

Artículo 57. Procedimientos ante el Tribunal Constitucional
El Gobierno de Aragón podrá interponer recursos de inconstitucionalidad, plantear conflictos de
competencias y personarse en el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos previstos en la
Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 58. El Consejo Consultivo de Aragón
1. El Consejo Consultivo de Aragón es el supremo órgano consultivo del Gobierno y la Administración de la
Comunidad Autónoma. Ejerce sus funciones con autonomía orgánica y funcional, con el fin de garantizar su
objetividad e independencia.
2. Su organización, composición y funciones se regularán por una ley específica de las Cortes de Aragón.

CAPÍTULO IV El Justicia de Aragón

Artículo 59. Disposiciones generales
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1. El Justicia de Aragón, sin perjuicio de la institución prevista en el artículo 54 de la Constitución y su
coordinación con la misma, tiene como misiones específicas:

a) La protección y defensa de los derechos individuales y colectivos reconocidos en este Estatuto.
b) La tutela del ordenamiento jurídico aragonés, velando por su defensa y aplicación.
c) La defensa de este Estatuto.

2. En el ejercicio de su función, el Justicia de Aragón podrá supervisar:
a) La actividad de la Administración de la Comunidad Autónoma, constituida a estos efectos por el conjunto
de órganos integrados en el Gobierno de Aragón, así como por la totalidad de los entes dotados de
personalidad jurídica dependientes del mismo.
b) La actividad de los entes locales aragoneses y de las comarcas, sus organismos autónomos y demás entes
que de ellos dependan, en los términos que establezca la ley del Justicia.
c) Los servicios públicos gestionados por personas físicas o jurídicas mediante concesión administrativa,
sometidos a control o tutela administrativa de alguna institución de la Comunidad Autónoma de Aragón.

3. El Justicia rendirá cuentas de su gestión ante las Cortes de Aragón.

Artículo 60. Ley del Justicia de Aragón
Una ley de las Cortes de Aragón concretará el alcance de las funciones del Justicia, así como el procedimiento
de su elección por aquéllas y el régimen de incompatibilidades.

TÍTULO III La Administración Pública en Aragón

Artículo 61. Disposiciones generales
1. La Comunidad Autónoma de Aragón crea y organiza su Administración propia conforme a la ley.
2. La Administración aragonesa ostenta la condición de Administración ordinaria en el ejercicio de sus
competencias.

Artículo 62. Principios de organización y funcionamiento de la Administración
1. La Administración de la Comunidad Autónoma sirve con objetividad a los intereses generales con
sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.
2. En su actuación, respetará los principios de buena fe y de confianza legítima, y se relacionará con el resto de
Administraciones Públicas españolas con arreglo al principio de lealtad institucional.
3. La Administración Pública aragonesa ajustará su actividad a los principios de eficacia, eficiencia,
racionalización, transparencia y servicio efectivo a los ciudadanos.
4. Sus órganos e instituciones podrán establecerse en diversas localidades de Aragón.
5. La Administración de la Comunidad Autónoma gozará, en el ejercicio de sus competencias, de las
potestades y prerrogativas que el ordenamiento jurídico reconoce a la Administración del Estado.

Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organización y Régimen Jurídico del Sector Público 
Autonómico de Aragón
LORJSPA-ARA · BOE-A-2021-12701 · arts. 85 a 91 · arts. 92 a 116 — 32 incluidos

TÍTULO IV Organización y funcionamiento del sector público institucional autonómico

CAPÍTULO I Del sector público institucional

Artículo 85. Composición y clasificación del sector público institucional de la Comunidad Autónoma de 
Aragón
1. Integran el sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón los siguientes entes:

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Aragón, los cuales se clasifican en:
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1.º Organismos autónomos.
2.º Entidades de derecho público.

b) Las sociedades mercantiles autonómicas.
c) Los consorcios autonómicos.
d) Las fundaciones del sector público.
e) Las universidades públicas integradas en el Sistema Universitario de Aragón.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón o entidad integrante del sector público
institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón no podrá, por sí misma ni en colaboración con otras
entidades públicas o privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni indirectamente, sobre ningún otro
tipo de entidad distinta de las enumeradas en este artículo, con independencia de su naturaleza y régimen
jurídico, salvo las estrictamente necesarias para el desarrollo de su actividad reguladas en la legislación
sectorial. Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación a la participación de la Comunidad Autónoma de
Aragón en organismos internacionales o entidades de ámbito supranacional, ni a la participación en los
organismos de normalización y acreditación nacionales.
3. Las universidades públicas integradas en el Sistema Universitario de Aragón se regirán por lo dispuesto en la
normativa específica que le sea de aplicación y por lo dispuesto en esta ley en lo que no esté previsto en su
normativa específica.

Artículo 86. Principios generales de actuación
1. Las entidades que integran el sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón están
sometidas en su actuación a los principios de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera, así como a los principios de integridad y transparencia en su gestión. En particular, se sujetarán en
materia de personal, incluido el laboral propio de la entidad, a las limitaciones previstas en la normativa
presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos generales.
2. El Gobierno de Aragón deberá establecer un sistema de supervisión continua de sus entidades
dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación y su
sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de mantenimiento,
transformación o extinción.

Artículo 87. Régimen jurídico general
Las entidades que integran el sector público institucional de la Comunidad Autónoma se regirán por lo
dispuesto en esta Ley, por las disposiciones básicas de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del
Sector, en particular, por lo dispuesto en los capítulos I y VI del Título II y en los artículos 129 y 134, así como
por otra normativa que les resulte de aplicación, según la tipología y naturaleza de cada ente.

Artículo 88. Participación en otros entes
1. La participación de la Administración de la comunidad autónoma y de las entidades que integran su sector
público institucional en cualquier ente, institución o asociación que no forme parte del sector público
institucional autonómico exigirá acuerdo previo del Gobierno de Aragón.
2. Con carácter previo a la adopción del acuerdo, será necesaria la emisión de informes del departamento
competente en materia de hacienda analizando las implicaciones presupuestarias, contables y patrimoniales
de la propuesta de participación.
3. El Gobierno de Aragón remitirá a las Cortes de Aragón los acuerdos relativos a su participación en cualquier
ente, institución o asociación que no forme parte del sector público institucional.

Artículo 89. Registro de Entes de la Comunidad Autónoma de Aragón
1. El Registro de Entes de la Comunidad Autónoma de Aragón se configura como un registro administrativo
que contiene la información relativa a los siguientes entes:

a) Todos los integrantes del sector público autonómico.
b) Cualesquiera otros entes no integrados en el sector público autonómico en los que participen los
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órganos y entidades del sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón, cualquiera que
sea su naturaleza jurídica y porcentaje o forma de participación.

2. La gestión de dicho Registro dependerá de la Intervención General de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón, que será la encargada de la captación y tratamiento de la información enviada por los
diferentes entes.
3. Las personas titulares de los departamentos o, en su caso, las personas titulares de los órganos superiores o
directivos de los entes del sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón serán
responsables de remitir toda la información de los entes que hayan de inscribirse en el Registro a la
Intervención General a efectos de que esta pueda mantener actualizado este Registro. Esta información se
remitirá en un plazo no superior a veinte días hábiles a contar desde la creación, extinción o modificación de
la participación en cualesquiera de las entidades.
4. La información recogida en el Registro de Entes de la Comunidad Autónoma de Aragón será de acceso
público a través de la web de transparencia del Gobierno de Aragón.

Artículo 90. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local
1. Las personas titulares de los departamentos o, en su caso, las personas titulares de los órganos superiores o
directivos de los entes del sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón comunicarán a la
Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón la información necesaria
para la inscripción definitiva en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en
los términos previstos en la legislación básica aplicable.
2. La documentación justificativa de los actos relativos a la creación, transformación, fusión o extinción de
estos entes deberá remitirse a la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Aragón en un plazo no superior a veinte días hábiles a contar desde la realización del acto inscribible.
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón, a través de su Intervención General, la revisión y
depuración del Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local respecto de los entes
que forman parte del sector público institucional autonómico, conforme a los criterios establecidos en la
legislación básica de régimen jurídico y en esta ley.

CAPÍTULO II Eficacia y supervisión continua

Artículo 91. Control de eficacia y supervisión continua
1. Las entidades integrantes del sector público institucional de la Comunidad Autónoma de Aragón estarán
sometidas al control de eficacia y supervisión continua, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 86. Para
ello, contarán, en el momento de su creación o del inicio de la participación en ellas de cualesquiera de los
sujetos integrantes del sector público autonómico, con un plan de actuación que contendrá las líneas
estratégicas en torno a las cuales se desenvolverá la actividad de la entidad, que se completará con planes
anuales elaborados junto con su presupuesto que contendrán los objetivos y las líneas fundamentales de
actuación.
2. El control de eficacia será ejercido por el departamento o entidad de gestión en el caso de las sociedades
mercantiles autonómicas y, en el resto de entidades del sector público institucional autonómico, este control
será ejercido por el departamento de adscripción. El control de eficacia tendrá por objeto evaluar el
cumplimiento de los objetivos propios de la actividad específica de la entidad y la adecuada utilización de los
recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuación y sus actualizaciones anuales. Para ello, cada
año, en el primer trimestre, el departamento o entidad de gestión o el departamento de adscripción elaborará
un informe sobre sus entidades dependientes en el que se verificará, con base a la información económico-
financiera y de gestión relativa al ejercicio inmediatamente anterior, al menos, lo siguiente:

a) La subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación o participación.
b) El cumplimiento de los objetivos del plan anual de la entidad.

3. El informe previsto en el apartado anterior será enviado a la Intervención General de la Administración de
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la Comunidad Autónoma de Aragón, que realizará las actuaciones de planificación, ejecución y evaluación
correspondientes a la supervisión continua que se determinen reglamentariamente.
4. Los resultados de la evaluación efectuada tanto por el departamento o entidad de gestión o el departamento
de adscripción como por la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón
se elevarán para su conocimiento al Gobierno de Aragón antes del 30 de junio de cada ejercicio presupuestario.

CAPÍTULO III De los organismos públicos autonómicos

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 92. Definición y actividades propias
Son organismos públicos autonómicos dependientes o vinculados a la Administración de la comunidad
autónoma los creados para la realización de actividades administrativas, sean de fomento, prestación o de
gestión de servicios públicos o de producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación;
actividades de contenido económico reservadas a las administraciones públicas, así como la supervisión o
regulación de sectores económicos, y cuyas características justifiquen su organización en régimen de
descentralización funcional o de independencia.

Artículo 93. Clasificación y adscripción
1. Los organismos públicos se clasifican en:

a) Organismos autónomos.
b) Entidades de derecho público.

2. Los organismos públicos estarán adscritos a la Presidencia, en su caso a las Vicepresidencias del Gobierno o
a un departamento.

Artículo 94. Personalidad jurídica y potestades
1. Los organismos públicos tienen personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios,
así como autonomía de gestión, en los términos previstos en esta ley.
2. Dentro de su esfera de competencia, les corresponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria. Los
estatutos podrán atribuir a los organismos públicos la potestad de ordenar aspectos secundarios del
funcionamiento para cumplir con los fines y el servicio encomendados, en el marco y con el alcance
establecido por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de dicho servicio. Los actos y
resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas son
susceptibles de los recursos administrativos previstos en esta ley y en las disposiciones básicas de la Ley del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 95. Creación de organismos públicos autonómicos
1. La creación de los organismos públicos se efectuará por Ley.
2. La ley de creación establecerá:

a) El tipo de organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como su adscripción.
b) Las funciones y competencias del organismo y su distribución entre los órganos de dirección.
c) La determinación de los órganos de gobierno y de dirección, ya sean unipersonales o colegiados, y de la
forma de designación de sus miembros, con indicación, en su caso, de aquellos cuyos actos y resoluciones
pongan fin a la vía administrativa.
d) El régimen patrimonial, presupuestario, económico-financiero, contable y de control, de acuerdo con lo
establecido en la normativa en materia de patrimonio y hacienda de la comunidad autónoma.
e) El régimen de su personal.
f) La dotación económica inicial y los recursos económicos y financieros de los que podrá disponer para su
financiación.
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g) Las potestades administrativas que pueda ejercitar el organismo.
h) La posibilidad de que el organismo pueda crear sociedades mercantiles o participar en las ya creadas,
cuando sea imprescindible para la consecución de los fines que le hayan sido asignados.

3. El anteproyecto de ley de creación del organismo público que se eleve al Gobierno de Aragón deberá ser
acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan inicial de actuación, junto con los informes del
departamento competente en materia de hacienda analizando las implicaciones presupuestarias, contables y
patrimoniales de la propuesta.

Artículo 96. Contenido y efectos del plan inicial de actuación
1. El plan inicial de actuación contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de un nuevo organismo público, por no poder asumir esas
funciones otro ya existente, así como la constatación de que la creación no supone duplicidad con la
actividad que desarrolle cualquier otro órgano o entidad preexistente.
b) La forma jurídica propuesta y un análisis que justifique que la elegida resulta más eficiente frente a otras
alternativas de organización que se hayan descartado. En el caso de que las funciones que se le pretendan
encomendar sean ejercidas en ese momento por la Administración de la comunidad autónoma, la mejora
que pueda implicar la creación del mismo en cuanto a la consecución de dichos objetivos.
c) La fundamentación de la estructura organizativa elegida, determinando los órganos directivos y la
previsión sobre los recursos humanos necesarios para su funcionamiento.
d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto con un estudio económico-
financiero que acredite la suficiencia de la dotación económica prevista inicialmente para el comienzo de
su actividad y la sostenibilidad futura del organismo, atendiendo a las fuentes futuras de financiación de los
gastos y las inversiones, así como a la incidencia que tendrá sobre los presupuestos generales de la
comunidad autónoma.
e) Los objetivos del organismo, justificando su suficiencia o idoneidad, los indicadores para medirlos y la
programación plurianual de carácter estratégico para alcanzarlos, especificando los medios económicos y
personales que dedicará, concretando en este último caso la forma de provisión de los puestos de trabajo,
su procedencia, coste, retribuciones e indemnizaciones, así como el ámbito temporal en que se prevé
desarrollar la actividad del organismo.
f) Las potestades administrativas que se les atribuyen.

2. Los organismos públicos deberán acomodar su actuación a lo previsto en su plan inicial de actuación. Este
se actualizará anualmente mediante la elaboración del correspondiente plan que permita desarrollar para el
ejercicio siguiente las previsiones del plan de creación. El plan anual de actuación deberá ser aprobado en el
último trimestre del año natural por el departamento al que esté adscrito el organismo y deberá guardar
coherencia con el programa de actuación plurianual previsto en la normativa presupuestaria. El plan de
actuación incorporará, cada tres años, una revisión de la programación estratégica del organismo.
3. El plan inicial de actuación y los anuales, así como sus modificaciones, se harán públicos en la página web
del organismo público al que corresponda.

Artículo 97. Contenido de los estatutos
1. Los estatutos regularán, al menos, los siguientes extremos:

a) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas que pueda
ostentar.
b) La determinación de su estructura organizativa, con expresión de la composición, funciones,
competencias y rango administrativo que corresponda a cada órgano. Asimismo, se especificarán aquellos
de sus actos y resoluciones que pongan fin a la vía administrativa.
c) El patrimonio que se les asigne y los recursos económicos que hayan de financiarlos.
d) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio, presupuesto y contratación.
e) La facultad de participación en sociedades mercantiles cuando ello sea imprescindible para la
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consecución de los fines asignados.
2. Los estatutos de los organismos públicos se aprobarán por decreto del Gobierno de Aragón a propuesta
conjunta de la persona titular del departamento competente en materia de hacienda y del titular del
departamento al que el organismo quede adscrito.
3. Los estatutos deberán ser publicados en el «Boletín Oficial de Aragón».

Artículo 98. Régimen jurídico
1. Los organismos públicos se regirán por lo dispuesto en esta ley, en su norma de creación, sus estatutos, la
legislación básica en materia de régimen jurídico del sector público y el resto de normas de derecho
administrativo general y especial que les sea de aplicación.
2. Los organismos públicos tendrán la plena consideración de Administración pública.
3. Su régimen económico y presupuestario estará sometido a la legislación sobre hacienda y presupuesto de la
comunidad autónoma.
4. Cuando ejerzan potestades administrativas, sus actos y resoluciones se someterán al derecho administrativo
y, salvo que su norma de creación establezca otra cosa, no agotarán la vía administrativa, siendo susceptibles
de recurso de alzada ante el titular del departamento al que estén adscritos. En el caso de que pongan fin a la
vía administrativa, los actos podrán ser objeto del recurso potestativo de reposición.
5. Cuando los organismos públicos actúen sometidos al derecho administrativo, la revisión de oficio de los
actos nulos, la resolución de los recursos extraordinarios de revisión, la declaración de lesividad de los
anulables y la revocación de los desfavorables y de los de gravamen se realizarán por orden de la persona
titular del departamento al que estén adscritos.
6. La resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial corresponderá, en todo caso, a la
persona titular del Departamento al que el organismo público esté adscrito.
7. Las obligaciones que contraigan los organismos públicos no podrán ser exigidas por vía de apremio, en los
términos establecidos en la normativa de patrimonio.
8. Los bienes que puedan serles adscritos conservarán, en todo caso, su calificación jurídica originaria y no
podrán ser incorporados a su patrimonio ni enajenados o permutados directamente por el organismo público,
salvo que su objeto específico estuviera relacionado con el tráfico de bienes.

Artículo 99. Estructura organizativa en los organismos públicos autonómicos
1. Los organismos públicos se estructuran en órganos de gobierno y de dirección. Los máximos órganos de
gobierno son el Presidente o Presidenta y el Consejo Rector.
2. En cada organismo público existirá una directora o un director gerente que será nombrado por el Gobierno
de Aragón mediante decreto, a propuesta del titular del departamento al que figure adscrito, conforme a
criterios de competencia profesional y experiencia. Corresponderán al director o directora gerente las
funciones directivas que se determinen y, en todo caso, bajo la supervisión de la presidencia, la dirección,
gestión y coordinación del organismo y la dirección de su personal.
3. La directora o el director gerente tendrá rango de director o directora general de la Administración de la
comunidad autónoma y estará sometido al mismo régimen de incompatibilidades que estos.

Artículo 100. Fusión de organismos públicos
1. Los organismos públicos podrán fusionarse bien mediante su extinción e integración en un nuevo
organismo público, bien mediante su extinción por ser absorbidos por otro organismo público ya existente.
2. La fusión se llevará a cabo mediante decreto y deberá cumplir con lo previsto en el artículo 95 sobre
requisitos de creación de organismos públicos.
3. Al decreto de fusión se acompañará un plan de redimensionamiento para la adecuación de las estructuras
organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de la nueva situación y en el que debe
quedar acreditado el ahorro que generará la fusión. Si alguno de los organismos públicos estuviese en
situación de desequilibrio financiero se podrá prever, como parte del plan de redimensionamiento, que las
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obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables y derivados de la actividad que
ocasionó el desequilibrio se integren en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada,
adscrito al nuevo organismo público o al absorbente, según corresponda. El plan de redimensionamiento,
previo informe preceptivo del departamento competente en materia de hacienda, deberá ser aprobado por
cada uno de los organismos públicos fusionados si se integran en uno nuevo o por el organismo público
absorbente, según corresponda al tipo de fusión.

Artículo 101. Extinción
1. Los organismos públicos se extinguirán mediante ley salvo en los casos de fusión y los previstos en el
apartado siguiente.
2. Los organismos públicos podrán extinguirse mediante decreto del Gobierno de Aragón aprobado a
propuesta de quien ostente la titularidad del departamento competente en materia de hacienda, y a iniciativa
de la persona titular del departamento al que el organismo público esté adscrito, en los siguientes casos:

a) Por el transcurso del tiempo de existencia del organismo público que se hubiera establecido en los
estatutos.
b) Cuando se estimen cumplidos todos los fines que motivaron su creación.
c) Cuando los fines y los objetivos del organismo público sean asumidos por los servicios de la
Administración de la comunidad autónoma.

3. La norma por la que se suprima un organismo público establecerá el destino de los bienes de los que fuera
titular, así como la forma de cumplimiento de cuantas obligaciones puedan quedar pendientes en el momento
de su extinción.
4. Será necesario informe preceptivo del departamento competente en materia de hacienda con carácter
previo a la extinción de un organismo público.

Artículo 102. Representación y defensa en juicio
La representación y la defensa en juicio de los organismos públicos corresponderán a los letrados integrados
en los Servicios Jurídicos del Gobierno de Aragón.

Sección 2.ª Organismos autónomos

Artículo 103. Definición
1. Los organismos autónomos son organismos públicos, con personalidad jurídica propia, tesorería y
patrimonio propios y autonomía en su gestión, que desarrollan actividades propias de la Administración
pública, tanto actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones instrumentales
diferenciadas y dependientes de esta.
2. Los organismos autónomos dependen de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón a la que
corresponde su dirección estratégica, la evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

Artículo 104. Régimen jurídico
Los organismos autónomos se regirán por lo dispuesto en esta ley, en su ley de creación, sus estatutos y en las
normas de derecho administrativo general y especial que les sean de aplicación. En defecto de norma
administrativa, se aplicará el derecho privado.

Artículo 105. Régimen de personal
1. Los organismos autónomos no tendrán personal propio.
2. El personal al servicio de los organismos autónomos será funcionario o laboral, y se regirá por lo previsto en
la normativa reguladora de los empleados públicos y por la normativa laboral.
3. El nombramiento de las personas titulares de los órganos de los organismos autónomos se regirá por las
normas aplicables a la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón. La persona titular del máximo
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órgano de dirección del organismo tendrá atribuidas, en materia de gestión de recursos humanos, las
facultades que le asigne la legislación específica.
4. El organismo autónomo estará obligado a aplicar las instrucciones sobre recursos humanos dictadas por el
titular del departamento competente en materia de función pública y a comunicarle a este departamento
cuantos acuerdos o resoluciones adopte en aplicación del régimen específico de personal establecido en su
Ley de creación o en sus estatutos.

Artículo 106. Régimen de contratación
1. La contratación de los organismos autónomos se regirá por la legislación sobre contratación del sector
público.
2. En particular, la ley de creación del organismo autónomo determinará sus órganos de contratación,
pudiendo fijar los titulares de los departamentos a los que se hallen adscritos la cuantía a partir de la cual será
necesaria su autorización para la celebración de los contratos.

Artículo 107. Régimen patrimonial
1. Los organismos autónomos tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto del
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, integrado por el conjunto de bienes y derechos
de los que sean titulares. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos
del patrimonio de la Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de
acuerdo a lo establecido para los organismos autónomos en la normativa de patrimonio de Aragón.
2. Los bienes pertenecientes al patrimonio del organismo autónomo se incorporarán al Inventario General del
Patrimonio de Aragón.
3. Los recursos económicos de los organismos autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.
b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.
c) Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales de la Comunidad
Autónoma de Aragón.
d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de la Administración o entidades públicas.
e) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.
f) Cualquier otro recurso que estén autorizados a percibir, según las disposiciones por las que se rijan o que
pudieran serles atribuidos.

Artículo 108. Régimen presupuestario
1. Los organismos autónomos aplicarán el régimen presupuestario establecido por la normativa de hacienda
de la comunidad autónoma.
2. Cada organismo autónomo elaborará anualmente el anteproyecto de su presupuesto de conformidad con la
legislación en materia presupuestaria y de sostenibilidad financiera.
3. El anteproyecto de presupuesto será aprobado por la persona titular del departamento al que esté adscrito el
organismo autónomo, que lo remitirá, junto con el de su departamento, a la persona titular del departamento
competente en materia de hacienda para su aprobación por el Gobierno de Aragón y su integración en el
proyecto de ley de presupuestos.

Artículo 109. Régimen de contabilidad y control económico-financiero
Los organismos autónomos aplicarán el régimen de contabilidad y de control económico-financiero
establecido por la normativa de hacienda de la comunidad autónoma.

Sección 3.ª Las entidades de derecho público

Artículo 110. Definición
Son organismos públicos con personalidad jurídica propia, patrimonio propio y autonomía en su gestión que,
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junto con el ejercicio de potestades administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de
servicios o de producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación.

Artículo 111. Régimen jurídico
1. Las entidades de derecho público se rigen por los aspectos específicamente regulados para las mismas en
esta ley, en su ley de creación, sus estatutos, y en las normas de derecho administrativo general y especial que
le sean de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho privado.
2. Cuando las entidades de derecho público se financien mayoritariamente con ingresos de mercado, se
regirán por el derecho privado excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las
potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente regulados para las mismas
en esta ley en materia de régimen jurídico, personal y de contratos del sector público. También se aplicará el
derecho público cuando así se prevea en su ley de creación, en sus estatutos, y en las normas de derecho
administrativo general y especial que le sean de aplicación.

Artículo 112. Ejercicio de potestades administrativas
1. Las potestades administrativas atribuidas a las entidades de derecho público sólo pueden ser ejercidas por
aquellos órganos de éstas a los que los estatutos les asigne expresamente esta facultad.
2. En todo caso, se reservarán a funcionarios públicos los puestos que supongan la participación directa o
indirecta en el ejercicio de las potestades públicas.

Artículo 113. Régimen de personal
1. El personal al servicio de las entidades de derecho público podrá ser funcionario o laboral de la
Administración autonómica y será seleccionado en la forma establecida para el personal al servicio de la
Administración.
2. Su régimen jurídico, incluido el de selección y provisión de puestos de trabajo, será el de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Aragón.
3. Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal adecuado procedente de la
Administración autonómica, en atención a la singularidad de las funciones a desempeñar o bien porque se
trate de entidades que se financien mayoritariamente con ingresos de mercado, el departamento competente
en materia de función pública y el departamento competente en materia de presupuestos, previa justificación
por el órgano de dirección o gobierno de la entidad y previo informe favorable del departamento de
adscripción, podrá autorizar la contratación de personal laboral propio por parte de la entidad para el
ejercicio de dichas funciones. Todo ello sin perjuicio de lo que se disponga en las leyes anuales de
presupuestos de la Comunidad Autónoma de Aragón. En este caso, la selección del personal laboral propio se
llevará a cabo, por los procedimientos que se determine, mediante convocatoria pública y proceso selectivo
basado en los principios de igualdad, mérito y capacidad.
4. El Gobierno de Aragón, a propuesta de los órganos de dirección de estas entidades y previo informe del
departamento de adscripción, procederá a la aprobación o modificación de las relaciones de puestos de
trabajo en las que se determinarán los puestos de personal funcionario y laboral y aquellos que puedan ser
ocupados por personal laboral propio.
5. El nombramiento del personal directivo se realizará conforme a los principios de mérito y capacidad y a
criterios de idoneidad, garantizándose en el procedimiento para su contratación los principios de publicidad y
concurrencia.

Artículo 114. Régimen de contratación
1. La contratación de las entidades de derecho público se regirá por las previsiones contenidas al respecto en
la legislación de contratos del sector público.
2. La Ley de creación de la entidad de derecho público determinará sus órganos de contratación, pudiendo
fijar los titulares de los departamentos a los que se hallen adscritos la cuantía a partir de la cual será necesaria
su autorización para la celebración de los contratos.
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3. Cuando las entidades de derecho público se financien mayoritariamente con ingresos de mercado, se les
aplicará el régimen de contratación previsto para las entidades públicas empresariales en la legislación básica
de contratos del sector público.

Artículo 115. Régimen patrimonial
1. Las entidades de derecho público tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto
del de la Administración pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean titulares. La
gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del patrimonio de la
Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo
previsto en la normativa de patrimonio de Aragón.
2. Las entidades de derecho público podrán financiarse con los ingresos que se deriven de sus operaciones,
obtenidos como contraprestación de sus actividades comerciales, y con los recursos económicos que
provengan de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.
b) Los productos y rentas de dicho patrimonio y cualquier otro recurso que pudieran serles atribuidos.
c) Las consignaciones específicas que tuvieran asignadas en los presupuestos de la Comunidad Autónoma
de Aragón.
d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las administraciones o entidades públicas.
e) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.
f) Cualquier otro recurso o ingreso público o privado que pudiera corresponderles.

Artículo 116. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero
Las entidades de derecho público aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad
y de control establecido en legislación de hacienda de la Comunidad Autónoma de Aragón.
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